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Presentación 

Los Llanos Orientales ha sido el hogar adoptivo de miles de colombianos que se 
vieron forzados a abandonar sus regiones de orígen por las difíciles situaciones 
de violencia sociopolítica vividas en todo el territorio. Ha sido característico de 
esta región y principalmente de los departamentos de Meta, Guaviare y Casanare 
la población mayoritariamente campesina con formas de vida profundamente 
arraigada al territorio; históricamente estas tierras han sido apetecidas por sus 
enormes riquezas naturales, y sus pobladores despojados y perseguidos bajo 
excusas como “la lucha contra el mal”, representado por el narcotráfico, las 
guerrillas, el terrorismo y/o el narcoterrorismo, en diferentes momentos. El 
resultado de planes y políticas estatales hacia el reordenamiento del territorio, 
que se desarrollaron en un marco de violaciones masivas de DDHH y del Derecho 
Internacional Humanitario, fue la destrucción de cientos de familias y la afectación 
a la riqueza cultural, social y organizativa de estas comunidades campesinas.


La implementación de políticas severas, asfixiantes y totalitarias de control 
territorial fueron registradas en el marco del Proyecto para la Documentación de 
Casos Tipo de Desaparición Forzada en la Región del Ariari – Guayabero, por 
parte del Banco de Datos de Violencia Política del Centro de Investigación y 
Educación Popular (CINEP) en 2010, y en la colección de la Revista Noche y 
Niebla en enero de 2011. Documentos en los que se presentaron elementos de 
análisis retomados en la investigación que sirvió para contextualizar la situación 
en la región.
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Introducción 
Los Llanos Orientales, como la mayoría de los territorios de nuestro país, no han 
sido ajenos a un conflicto largo y doloroso que ha cobrado miles de vidas y ha 
dejado marcas en el territorio que no han sanado aún, y están latentes por la 
masividad de los hechos victimizantes y las circunstancias de conmoción que 
tuvieron que padecer sus habitantes, tanto oriundos, como hijos adoptivos de los 
departamento del Meta, Guaviare y Casanare, territorios que muchos 
consideraron su nuevo hogar, pero que por las infames circunstancias de la 
guerra truncaron la vida y los sueños de muchas personas.


Este informe busca retratar el impacto generado por la persistencia de la 
desaparición forzada no solo individualmente en las familias de las víctimas 
directamente afectadas, sino en todo un territorio y colectivo social, que 
desestructuró y derrumbó dinámicas sociales y políticas propias de las 
comunidades campesinas, destruyó familias, condenó a cientos de familias al 
exilio y al despojo, y sentó un manto de impunidad para impedir conocer la 
identidad de los responsables.


Por ese impacto pluriofensivo que presenta la desaparición forzada, es imperativo 
que la Jurisdicción Especial para la Paz, haga todos sus esfuerzos por esclarecer 
los hechos, entender que la desaparición forzada no obedeció a una conducta 
aislada sino que respondió a una práctica sistemática y generalizada con patrones 
de ocurrencia.


Para ellos, hemos optado por dividir el presente documento en tres capítulos: El 
primer capítulo responde a una aproximación del desarrollo del conflicto en los 
departamentos de Meta, Casanare y Guaviare, y asimismo incluye una 
caracterización de la desaparición forzada al interior de cada uno de los 
departamentos; el segundo capítulo corresponde a una relación de ciento treinta 
(130)  hechos, con ciento cuarenta y cinco (145) víctimas, hechos que 
corresponden a casos de desaparición forzada que involucran la presunta 
responsabilidad de agentes de estado y grupos paramilitares, así como la 
connivencia y colaboración de estos dos en la materialización de la práctica; El 
tercer capítulo corresponde al análisis y determinación de patrones de 
macrocriminalidad extraídos tanto de los casos en concreto, como de distintas 
fuentes de información que responden a sentencias judiciales, confesiones de 
postulados en el marco de la Ley de Justicia y Paz y versiones voluntarias de ex 
miembros del Ejército Nacional en el marco del caso 03, rendidas ante la Sala de 
Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad de la JEP y un documento anexo 
de hechos y finalmente el apartado de conclusiones y peticiones. 


5



6



El objetivo principal es poner en conocimiento al Sistema Integral para la Paz los 
casos que dan cuenta de graves violaciones de Derechos Humanos, 
especialmente sobre Desaparición Forzada, para que prioricen sus 
investigaciones en la región de los Llanos Orientales, especialmente en los 
departamentos del Meta (región del Ariari – Guayabero), Guaviare y Casanare.  


Las fuentes utilizadas para la ampliación de información y la documentación de 
casos fueron las entrevistas a familiares de víctimas en el marco de los espacios 
de acompañamiento psicosocial y jurídico, así como, entrevistas presenciales a 
líderes de la región, reuniones virtuales, comunicaciones telefónicas, construcción 
de cartografía social, etc, realizadas por la Corporación Social para la Asesoría y 
Capacitación Comunitaria - COSPACC en el departamentos de Casanare  y por la 
Corporación Colectivo Sociojurídico Orlando Fals Borda en los departamentos del 
Meta,  Guaviare y Casanare.


También se obtuvo información de los expedientes de exhumaciones, de justicia 
penal ordinaria y de justicia penal militar, en los casos en los que el Colectivo OFB 
tiene personería jurídica para la representación de las víctimas.


Adicionalmente, se recolectó información de fuentes estatales por medio de 
consultas en bases de datos, derechos de petición, análisis de resoluciones, 
jurisprudencia, etc.


Finalmente, versiones voluntarias rendidas por comparecientes ante la Sala de 
Reconocimiento de la JEP en el marco del macro Caso No. 03, versiones libres 
rendidas en los procesos de Justicia y Paz, revistas, informes y otros documentos, 
fueron fuentes mediante las cuales se recopiló, analizó y sistematizó la 
información complementaria presentada en la matriz de seguimiento a casos y en 
el presente informe de gestión.


Para la realización de la presente caracterización se emplearon bases de datos 
del Observatorio de Memoria y Conflicto del Centro Nacional de Memoria 
Histórica (OMC-CNMH), versiones libres dadas por postulados a la jurisdicción de 
Justicia y Paz (Ley 975 de 2005) y versiones voluntarias dadas por comparecientes 
ante la Jurisdicción Especial para la Paz, herramientas que permiten dar cuenta 
del impacto del hecho victimizante en la región, la perpetración de la práctica 
tanto por grupos al margen de la ley, como por miembros del Ejército Nacional, 
incluso en connivencia con grupos paramilitares.


Si bien existe un amplio subregistro en las enunciadas bases de datos, las cifras 
allí ofrecidas son útiles para referenciar la persistencia de la práctica en la región y 
las graves afectaciones humanitarias causadas a la población civil, en su mayoría 
de estirpe campesina.
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El Acto Legislativo 001 de 2017, que crea el Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición- SIVJRNR, establece en su artículo transitorio N°. 5 
que la JEP tendrá competencia prevalente y exclusiva sobre cualquier otra 
jurisdicción, cuando se trate del conocimiento de conductas que tengan relación 
directa o indirecta con el conflicto armado, desarrolladas con anterioridad al 1 de 
diciembre de 2016, y que, en especial, puedan ser consideradas como graves 
violaciones a los Derechos Humanos y al Derecho Internacional Humanitario, ya 
fueran cometidas por integrantes de la antigua guerrilla de las FARC o por 
agentes del Estado.


En específico, el artículo 79 de la Ley Estatutaria de la JEP -Ley 1975 de 2019- que 
establece las funciones de la Sala de Reconocimiento de Verdad, 
Responsabilidad y Determinación de Hechos y Conductas, enuncia en su literal C. 
que le corresponderá recibir los informes realizados por las organizaciones de 
víctimas relativos a conductas cometidas con ocasión del conflicto armado y con 
relación directa o indirecta con este.


Razón por la cual presentamos al Sistema Integral para la Paz este informe que 
recoge hechos que evidencian que la práctica de la desaparición forzada de 
personas se configuró como una constante en los departamentos de Meta, 
Casanare y Guaviare, siendo extensiva al actuar criminal tanto de miembros de las 
Fuerzas Militares y grupos paramilitares y en connivencia, constituyéndose como 
un hecho repetitivo que se materializa en virtud de varias prácticas 
macrocriminales ejercidas por los señalados actores armados durante una 
temporalidad acotada entre el año 1980 hasta el año 2016, y que cambia de 
modalidades en virtud del desarrollo contextual del conflicto armado.


Teniendo en cuenta estas consideraciones, la Jurisdicción Especial para la Paz y la 
Unidad de Búsqueda de Personas dadas por desaparecidas, producto del 
Acuerdo de Paz de La Habana, tienen plena competencia para conocer de los 
casos expuestos en el presente informe, pues las conductas objeto de ellos 
cumplen a cabalidad con los factores de tipo temporal, material y personal 
desarrollados por la Ley 1957 de 2019 y en el Decreto 589 de 2017, los cuales 
serán expuestos a continuación. Asimismo, se establecerá por qué razón las 
conductas en comento se constituyen como graves violaciones a los derechos 
humanos.


GRAVES VIOLACIONES A LOS DERECHOS HUMANOS


La Corte Constitucional mediante sentencia C-579 de 2013, establece que !existe 
un estado dinámico de la definición de las graves violaciones a los derechos 
humanos” y, que en ese sentido, se puede entender como tales a las ejecuciones 
extrajudiciales, la desaparición forzada, la tortura y todas las infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario. La citada Corte enuncia que la definición del 
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concepto !graves violaciones a los derechos humanos” vendrá dada por el 
Derecho Penal Internacional, por tratarse de una ley especial en situaciones de 
conflicto y ante la imposibilidad de que el Derecho Internacional de los Derechos 
Humanos pueda dar un concepto, al no regular situaciones de conflictos 
armados, se deba subsumir el concepto de graves violaciones a los derechos 
humanos en las categorías de crímenes de guerra, de lesa humanidad y 
genocidio, dadas por el Derecho Penal Internacional.


Desapariciones Forzadas

a. LA DESAPARICIÓN FORZADA EN EL DERECHO 

INTERNACIONAL


La desaparición forzada es catalogada como una práctica multi ofensiva que 
afecta una amplia variedad de derechos fundamentales, además de ser 
continuada y permanente, y como lo ha señalado la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en el Caso Radilla Pacheco Vs. México del 23 de noviembre 
de 2009, los elementos constitutivos y concurrentes de la práctica suelen ser:


I. La privación de la libertad.


II. La intervención de agentes del estado o la permisión de estos para que se 
materialice el hecho.


III. La negativa de reconocer la detención o de develar la suerte y paradero de 
la víctima


Esta tipología se desprende directamente del artículo tercero de la Convención 
Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas.


Del mismo modo, el Estatuto de la Corte Penal Internacional ha calificado a la 
desaparición forzada de personas como un crímen de lesa humanidad de 
conformidad con el artículo 7 de este estatuto, señalando que el sujeto activo de 
la vulneración serán agentes de un estado o una organización política, o grupos 
que actúen con apoyo y aquiescencia del agentes estatales para la comisión de 
los hechos, guardando conformidad en líneas generales con el estándar 
interamericano y considerando esta práctica además de grave violación a los 
derechos humanos, como una infracción al Derecho Internacional Humanitario. 


Del mismo modo es pertinente señalar, que de conformidad con el artículo 
transitorio 5 del Acto Legislativo 01 de 2017, las fuentes del Derecho Penal 
Internacional y del Derecho Internacional de los Derechos Humanos serán 
aplicables en los procedimientos que adelante la JEP.
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b. LA DESAPARICIÓN FORZADA EN EL DERECHO 
COLOMBIANO


El legislador tipificó el delito de desaparición forzada de personas como un delito 
en contra de la libertad personal, señalándole así taxativamente en el artículo 165 
del Código Penal Colombiano; del mismo modo, la Corte Suprema de Justicia en 
sede de Casación, ha señalado que la conducta punible de desaparición forzada 
constituye un tipo penal autónomo, que no se diluye o extingue cuando 
concurren otras conductas materialmente con esta. Por el contrario, tal 
circunstancia de encontrarse en las circunstancias de agravación punitiva 
señaladas en el artículo 166, constituiría un agravante; si por el contrario la 
conducta no se encuentra en este catálogo de agravantes se constituirá como un 
concurso de conductas punibles, pero no muta o se extingue por la concurrencia 
de otro tipo penal. 
1

En el mismo sentido, la misma Corporación ha manifestado que la desaparición 
forzada de personas se constituye como una conducta punible de carácter 
pluriofensivo, y que por lo tanto llega a afectar distintos bienes jurídicos, siendo 
posible la materialización de otras conductas punibles a la par. Sin embargo, la 
Corte ha sido clara en afirmar que a pesar de su carácter pluriofensivo, el objeto 
jurídico lesionado no se amplía, pues el único bien jurídico del que se exige lesión 
para la configuración del ilícito de Desaparición Forzada de Personas es el de la 
libertad , reiterando que no puede haber confusión con otras conductas punibles 2
que afecten otros bienes jurídicos protegidos, tales como la vida, en el caso 
puntual del homicidio, que incluso llegan a ser posteriores a la privación injusta 
de la libertad.


Es pertinente recalcar que la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia- Sala 
Penal, no hace discriminación alguna respecto al sujeto pasivo de la desaparición 
forzada de personas; del mismo modo, el artículo 12 constitucional determina que 
el sujeto pasivo de la conducta punible de desaparición forzada, cobijando a 
todas las personas sin distinción alguna, esto con el fin de brindar el amparo más 
amplio posible esta conducta e implantando una prohibición universal para la 
materialización del hecho.  
3

 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia del 16 de diciembre de 2015, rad. 45143.1

 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, sentencia del 16 de diciembre de 2015, rad. 45143.2

 Corte Constitucional de Colombia, Sentencia C-317/02, sentencia del 02 de mayo de 2002, exp. D-3744, M. 3
P. Clara Ines Vargas Hernández.
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El capítulo se construyó mediante el ejercicio de cartografía social propio de los 
enfoques epistemológicos participativos y en consecuencia del método de 
Investigación Acción Participativa (en adelante IAP), que busca la proximidad y 
transformación de la realidad por medio de la interacción teórica, política y 
popular, en la que las personas intervinientes reflexionan sobre su entorno a fin de 
obtener herramientas para la defensa de sus intereses, luchas y necesidades. 


En ese sentido, partimos de la aproximación a la memoria colectiva de 
campesinas(os) que habitaron y habitan la región de los Llanos Orientales y del 
reconocimiento de que la región se construyó, en buena medida, en virtud a la 
lucha de comunidades campesinas, pueblos étnicos, organizaciones, procesos 
campesinos y movimientos sociales que fueron perseguidos en diferentes zonas 
del país desde la época de La Violencia y que en busca de refugio y salvación 
llegan al territorio con la esperanza de un mejor futuro. Un proceso de 
colonización del que se destaca la resistencia, pujanza y liderazgo de la población 
que se estableció en el territorio bajo lógicas de trabajo comunitario y con la 
intención de lograr refugiarse ante la expulsión y despojo de guerras pasadas, 
planteando un nuevo momento para apropiar en paz un lugar bajo el sol en en el 
cual brindar cobijo a sus familias y transformar su realidad.


Este acápite tiene por objeto establecer un marco de referencia y contextual para 
comprender las circunstancias del conflicto armado, así como, las geográficas, 
económicas, políticas, sociales, demográficas, entre otras, en las que acaecieron 
los casos de desaparición forzada (en adelante DF) documentados en el presente 
informe, en los que se presume son atribuibles a miembros de las fuerzas 
militares que, por acción directa, omisión y/o en connivencia con grupos 
paramilitares. Para a la postre, realizar la caracterización de la práctica de DF en 
los departamentos del Meta (región del Ariari – Guayabero), Casanare y Guaviare 
durante los periodos de tiempo comprendidos aproximadamente entre 1980 a 
2016. 


Generalidades del contexto de la región de los 
Llanos Orientales


Dadas las condiciones geográficas expuestas, la región goza de una amplia 
variedad de ecosistemas, gran biodiversidad y cuenta, por un lado, con tierras 
fértiles, aptas para la práctica de la agricultura basada en arroz, maíz, sorgo, soya, 
la palma africana y en frutales como el aguacate, el mango, los cítricos y el 
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marañón; y por el otro, con suelos ácidos y poco fértiles (Oxisoles y Ultisoles), lo 
que ha fomentado la plantación de pastos y leguminosas forrajeras que se 
adaptan a estas condiciones y hacen que el territorio sea idóneo para el pastoreo 
y la ganadería cada vez más intensiva. También son actividades económicas 
presentes en el territorio la zoocría, la piscicultura y la explotación de 
hidrocarburos (Centro Internacional de Cultura Tropical, 2001. Pg. 2). 


Adicionalmente, dada la exclusión histórica que han padecido el territorio y el 
campesinado, desde la década de los ochenta tomaron fuerza economías 
ilegales, especialmente las vinculadas con cultivos de uso ilícito como la 
marihuana, la hoja de coca y la amapola, lo cual ha producido terribles  impactos  
sociales y ambientales en el ecosistema, el territorio y en toda la nación. 


Durante las últimas décadas, los Llanos Orientales han sido objeto de un proceso 
de alistamiento y reordenamiento de su territorio orientado por políticas de 
estímulo al sector primario acondicionándolo para la explotación de materias 
primas, agroindustria, monocultivos, la ganadería extensiva y la construcción de 
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grandes proyectos de infraestructura, incluso se ha presionado la construcción 
del proyecto iirsa que buscar conectar el Océano Pacífico con El Orinoco. 


En este escenario, además, se desarrollaron en las décadas del conflicto armado, 
dinámicas de vaciamiento profundizado en problemáticas socioeconómicas para 
la población residente tales como: (I) precaria infraestructura logística, vial y fluvial 
(que limita la conexión de los departamentos de la región con el resto del país y 
con los mercados extranjeros, debido a los altos costos del transporte de carga); 
(II) La insoslayable desigualdad económica y social; (III) antiquísima inequidad en 
la distribución y la concentración de la tierra; (IV) falta de seguridad jurídica 
relativa a los derechos de propiedad; (V) irregularidades en torno a los 
mecanismos de asignación de títulos y reconocimiento de tierras a la población  
(ej. El uso de metodologías no socializadas como las Unidades Agrícolas 
Familiares, la ausencia de un catastro rural integral y eficaz, la evasión catastral de 
los latifundistas); (VI) concentración de tierras por parte de grupos empresariales 
(mediante la imposición de la concepción del territorio como !una gran 
hacienda”); (VII) el indebido e indiscriminado aprovechamiento de los recursos 
naturales (renovales y no renovables) por parte de las elites colombianas y 
extranjeras; entre otras. Contextos que forjan un entorno complejo para el 
desarrollo del sector agrícola y pecuario de la región; implementan modelos 
extractivistas voraces y perjudiciales; además de generar graves consecuencias 
en torno a la brecha social y el incremento del conflicto agrario (Naturaleza, 
Energía y Sociedad, 2016).


Según el Centro Nacional de Memoria Histórica (en adelante CNMH) la región de 
los Llanos Orientales ha tenido un papel central en la historia del conflicto armado 
en Colombia (CNMH, 2018). Desde la segunda mitad del siglo XX ha estado ligada 
a las tendencias demográficas generadas por la violencia, que caracterizaron los 
procesos de colonización de miles de campesinas(os) desplazadas(os) del centro 
y occidente del país. La Orinoquía se constituyó en una región en continua disputa 
por el uso, control y ordenamiento del territorio al ser un área propicia para el 
asentamiento de diversos grupos armados favorecidos con los inmensos 
recursos naturales con los que cuenta.


Así pues, el proceso de militarización por parte del Ejército Nacional, incluida la 
presencia de estructuras paramilitares, se hizo evidente en las zonas de 
relevancia económica de la región, donde se han implementado políticas de 
protección estatal a la inversión extranjera, cumpliendo un rol fundamental en el 
alistamiento del territorio para el despliegue de grandes proyectos de 
acumulación; aunado a la ejecución políticas de estrategias contrainsurgentes, 
contención a la movilización, la protesta social, los grupos sindicales y el 
movimiento social en general. 


Lo expuesto, entre otras cosas, ha fomentado la conflictividad social, política, 
económica y armada presente en la región de los Llanos Orientales (y en el resto 
del territorio nacional), afectando los entornos territoriales, ambientales, 
productivos, culturales, sociales y familiares. No obstante, comunidades indígenas 

14



y campesinas, que han mantenido una relación íntima y cercana con la tierra y el 
territorio, resisten en pie de lucha movilizándose en procura de sus derechos, 
exigiendo  la implementación instrumentos democráticos e incluyentes de uso y 
manejo del suelo ajustados a sus condiciones naturales, para  evitar su 
degradación y el deterioro de los recursos naturales; el fomento y desarrollo de 
sistemas agrícolas y pecuarios sostenibles; la distribución equitativa de la tierra; la 
construcción de infraestructura logística, vial y fluvial para la comercialización de 
productos y la eliminación de la desigualdad social y económica; entre otras 
reivindicaciones.


Precisamente, dicha resistencia y la negación al desarraigo de sus territorios, 
fueron, en muchas ocasiones, los motivos por los cuales se cometieron las graves 
infracciones al Derecho Internacional Humanitario (en adelante DIH) y las 
violaciones a los Derechos Humanos (en adelante DDHH) en contra de las 
víctimas de los casos de DF atribuibles a agentes estatales entre ellos al Ejército 
Nacional en connivencia con grupos paramilitares documentados en el presente 
informe.  


Con el objeto de realizar una aproximación a la caracterización de la DF en los 
departamentos del Meta (región del Ariari-Guayabero), Casanare y Guaviare, se 
parte del acercamiento a las circunstancias contextuales de mayor relevancia en 
el que ocurrieron las victimizaciones debido a su capacidad explicativa en 
relación a sus antecedentes, las causas y presuntos responsables, por lo que a 
continuación se hará referencia a: (I) los planes y Políticas de control y seguridad 
en la Región de los Llanos Orientales auspiciados por los gobiernos de turno del 
estado colombiano, especialmente por los gobiernos de ANDRÉS PASTRANA 
ARANGO (1998-2002) y ÁLVARO URIBE VÉLEZ (2002-2010), como lo son: las 
Zonas Especiales de Orden Público; el Plan Colombia, el Plan Patriota, la política 
de Consolidación Territorial y el Plan de Consolidación Integral de la Macarena; (II)  
Paramilitarismo en la Región de los Llanos Orientales; y  (III) Relacionamiento de 
grupos paramilitares y Fuerzas Militares en la región de los Llano Orientales. 


Planes y Políticas de control y seguridad 
implementados en la Región de los Llanos 
Orientales


Los planes y políticas de control y seguridad implementadas por el gobierno en la 
región de los Llanos Orientales se fundaron bajo el derrotero bélico de la lucha 
contra el terrorismo, situados dentro del concepto de la doctrina del !enemigo 
interno” y, por otra parte, en el discurso de la recuperación territorial, por lo que la 
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aplicación del Principio de Distinción entre combatientes y población civil brilló 
por su ausencia, pues primaron los objetó operacionales y los intereses militares 
estratégicos y económicos sobre la vida y dignidad de las comunidades, como se 
evidencia a continuación. 


Como resultado de estos planes y políticas estatales de control y seguridad hubo 
una degradación de la guerra que se caracterizó por: (I) una nueva fase de 
expansión paramilitar; (II) una profunda estigmatización y persecución militar y 
judicial de la población civil al ser señalada como colaboradores de la guerrilla, 
asignándoseles por defecto la categoría de guerrilleros, además de usar como 
argumento para justificar la persecución en contra de los pobladores, sus 
liderazgos sociales y comunitarios, además, de perseguir a la Población civil ante 
la existencia de cultivos ilícitos, desconociendo la circunstancias de desigualdad, 
abandono y lejanía en que se encuentra; (III) estrategias de empadronamiento en 
contra de la población civil como restricciones a la movilidad, confinamiento, 
destrucción de bienes civiles, limitación en la compra de vivieres para el 
abastecimiento y de medicamentos, censos, capturas masivas, detenciones 
ilegales, etc.; (IV) involucramiento de la población civil en medido de una violencia 
sociopolítica y el conflicto armado; (V) graves crímenes como desplazamiento 
forzado, empadronamientos ilegales, bloqueos logísticos y alimentarios, 
desaparición forzada, masacres, ejecuciones extrajudiciales, violencia sexual,  
amedrentamiento y tratos crueles entre otras violaciones de los DDDH e 
infracciones al DIH por parte de grupos armados ilegales y de las Fuerzas 
Militares.


Paramilitarismo en la región de los Llanos Orientales 


La historia del paramilitarismo en los Llanos Orientales es antiquísima. La primera 
ola registrada  inicia en los años 50 del siglo XX. En 1953 luego de la 
desmovilización de guerrilleros liberales, quienes tras el homicidio de JORGE 
ELIECER GAITÁN tomaron las armas, mientras que el gobierno instaba a 
desmovilizados y colonos  que prestaran su ayuda al Estado para combatir a 
grupos !bandoleros “ que aún permanecían en la región puesto que estos no 
permitirían la integración económica nacional, por lo que  el Coronel GUSTAVO 
SIERRA OCHOA, quien pertenecía al Batallón N° 21 pantano de Vargas (en 
adelante BIVAR), consolidó una fuerza antisubversiva en San Martin, Granada, El 
Castillo y Cubarral  (Verdad Abierta, 2011). Empero, dicho proyecto fracasó y 
algunos de los que hicieron parte de estas filas contra insurgentes fueron 
reclutados al Ejército y al DAS rural (Verdad Abierta, 2011). 
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La segunda ola paramilitar inicia en los años 80 cuando, por un lado, llegaron 
desde Boyacá empresarios esmeralderos con ejércitos privados, y por otro lado, 
los narcotraficantes empezaron a expandirse por la región. Estos nuevos actores 
empezaron a comprar grandes porciones de tierras en la región y organizaron 
hombres armados para cuidarlas. Una de las figuras más destacadas del 
paramilitarismo es VÍCTOR CARRANZA (esmeraldero) pues fue uno de los más 
grandes terratenientes de la región y su ejército privado fue uno de los más 
fuertes, adicionalmente, fundó una de las compañías ganaderas más grandes del 
país. En cuanto al narcotráfico, la figura más destacada es GONZALO RODRÍGUEZ 
GACHA. Pese a la enemistad entre estos dos personajes, el profundo odio por las 
FARC y su deseo por eliminarlas del territorio para poder expandir sus proyectos 
económicos los unía (COFB, JYP, CORPORACIÓN VINCULOS & OTROS, 2020).


En los Llanos Orientales fue posible el crecimiento de los grupos paramilitares a 
partir de la participación de funcionarios públicos, por ejemplo, la Procuraduría 
General de la Nación señaló al mayor del Ejército CARLOS VICENTE MELÉNDEZ 
BOADA de la Brigada Séptima, adscrita a la Cuarta División, como integrante de 
los !Masetos”. Al mismo tiempo los territorios indígenas vivían la invasión y el 
asentamiento de oleadas de colonos provenientes de diversos lugares del país 
que buscaban mejores oportunidades económicas creando centros poblados 
basados en la agricultura; no obstante, serían la ganadería y el petróleo, como 
economías legales, lo que les impulsa a asentarse en los Llanos. Como desarrollo 
de la economía ilegal, se encontraba la siembra de coca para la producción y 
tráfico de cocaína, esta última aumentaría la violencia y la presencia activa del 
paramilitarismo, y en un tiempo récord se convertiría en el motor de la economía 
local. Muestra de ellos fue la presencia de CARLOS LEDHER, LOS CALI, LOS GIL Y 
LOS GALEANOS en el municipio de Mapiripan, Meta (COFB, JYP, CORPORACIÓN 
VINCULOS & OTROS, 2020).


La tercera ola paramilitar en la región se da en medio de una bonanza cocalera 
empezando los años 90. En el año 1989 es asesinado RODRÍGUEZ GACHA y 
posterior a esto, en 1991, se da la desmovilización de las Autodefensas 
Campesinas de Puerto López. La dinamización económica de aquel momento a 
partir de la demanda de bienes y servicios y el auge de las actividades asociadas 
al narcotráfico dio pie a una presencia activa del grupo paramilitar. VÍCTOR 
CARRANZA garantizo la presencia de sus hombres en el Meta y Vichada  
(Histórica, Centro Nacional de Memoria, 2018), donde posteriormente se 
asentaron la Autodefensas Campesinas de Meta y Vichada (en adelante ACMV), 
desde 1993 a 2005, al mando de JOSÉ BALDOMERO LINARES (18 de noviembre 
de 1994 a 6 de agosto de 2005) (COFB, JYP, CORPORACIÓN VINCULOS & OTROS, 
2020) . 


Para el año 1997, Alias Aníbal fue enviado por RODRÍGUEZ GACHA para actuar en 
San Martín, Vista Hermosa, Acacías, Cubarral, Puerto López, Granada y el Castillo 
(Histórica, Centro Nacional de Memoria, 2018); al mismo tiempo en el 
departamento del Casanare, RODRÍGUEZ GACHA financió a HÉCTOR BUITRAGO 
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alias !Tripas” para fundar las Autodefensas Campesinas del Casanare (en adelante 
ACC). Mas tarde es HÉCTOR BUITRAGO hijo de ALIAS MARTÍN LLANOS (quien 
ejerció la comandancia desde 1997 a 2004) y NELSON BUITRAGO ALIAS 
"CABALLO quedaron a cargo de las ACC conocidos también como !Los 
Buitragueños” (COORDINACIÓN COLOMBIA EUROPA ESTADOS UNIDOS, COFB & 
OTROS, 2026).


En Casanare !Los Buitragueños” comenzaron a adueñarse de las tierras que 
tenían yacimientos petroleros y a desplazar forzosamente a los campesinos de las 
zonas de exploración. CARRANZA conformo y fortaleció su seguridad privada y 
armada para cuidar aquellos terrenos que iba adquiriendo en el Meta y Vichada, 
los cuales fueron conocidos como los !Mataceros”. El modelo paramilitar que se 
impondrán en los Llanos Orientales es producto de la relación de grupos de 
seguridad privada y grupos contrainsurgentes del Magdalena Medio (CAJAR, JYP 
& COFB). 


El 18 de abril del año 1997 nace el Bloque Centauros cuando en la Primera 
Conferencia de las Autodefensa Campesinas de Córdoba y Urabá (en adelante 
ACCU) en la que participaron representantes de las Autodefensas de Puerto 
Boyacá, al mando de Ramón Isaza, de los Llanos Orientales quienes fueron 
designados por VÍCTOR CARRANZA y las ACCU. Dicha conferencia fue precedida 
por la Casa Castaño donde se debatió la posibilidad de crear un brazo armado de 
las ACCU en los Llanos Orientales, teniendo la misión de agrupar distintos grupos 
paramilitares que se encontraban dispersos. El Bloque Centauros fue puesto a 
cargo de MIGUEL ARROYAVE ALIAS !ARCÁNGEL” y DANIEL RENDON (2002-2004), 
DAIRO ANTONIO ÚSUGA DAVID (2004-2006) por órdenes de VICENTE CASTAÑO 
(COORDINACIÓN COLOMBIA EUROPA ESTADOS UNIDOS, COFB & OTROS, 2026) .


Los HERMANOS CASTAÑO (VICENTE y CARLOS) con la intensión de expandir su 
presencia por el sur del país le ofrecieron a alias !MARTÍN LLANOS” que las ACC 
hicieran parte de las Autodefensas Unidas de Colombia (en adelante AUC)   4
recién creadas y se sometieran a su autoridad; recibiendo respuesta negativa por 
lo que se inició una guerra por el control de las rutas en los municipios de 
Aguazul, Maní, Tauramena, Monterrey, Villanueva, Recetor y Chámeza (Casanare) 
entre las ACC y el Bloque Centauros, a causa de los enfrentamientos entre estos 
dos grupos paramilitares, en el departamento hubo más de 2.000 muertes de 
combatientes(COORDINACIÓN COLOMBIA EUROPA ESTADOS UNIDOS, COFB & 
OTROS, 2026) .


En ese mismo contexto un contingente de 80 efectivos de la ACCU, auspiciados 
por miembros del Ejército Nacional,  buscaron arribar  los Llanos Orientales por 
vía área desde el municipio de Apartadó en Antioquia hacia el municipio de San 
José del Guaviare; sin embargo, el contingente tuvo que cambiar su destino por la 

 Las AUC aglutinan las acciones coordinadas de las Autodefendías Campesinas del Meta y Vichada, las 4
ACCU y otros grupos paramilitares de los Llanos Orientales.  
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presencia de un numeroso grupo de milicianos de las FARC en el corregimiento 
de Puerto Alvira, por lo que se dirigieron hacia la cabecera urbana del municipio 
de Mapiripán (entre el 15 y 20 de julio de 1997) , donde se presentaron privaciones 
arbitrarias de la libertad, torturas y otras actos crueles e inhumanos y el asesinato 
de  49 civiles, mutilando los cuerpos de las víctimas  y arrojando los restos al río 
Guaviare (CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, 2005). Dejando a 
su vez un saldo del 70% de la población de Mapirípan, hecho que se conoce 
como La Masacre de Mapiripan. (CAJAR, JYP & COFB). 


Entre el 2002 y el 2004 el Bloque Centauros aumentó de manera exponencial sus 
hombres y para el 2005 los índices de violencia empezaron a disminuir; el Bloque 
Centauros derrotó a las ACC y algunos de sus miembros se acogieron al proceso 
de desmovilización de Justicia y Paz (Centro Nacional de Memoria Histórica, 2018).


Por otra parte, en el año 2004, luego de la muerte de MIGUEL ARROYAVE (19 de 
septiembre de 2004) y tras la división del Bloque Centauros, se crearon (I) el 
Bloque Héroes de los Llanos al mando de una MANUEL DE JESÚS PIRABÁN, alias 
"PIRATA#. Su principal fuente económica fueron las actividades de narcotráfico, así 
como la extorsión y el robo de tierras. El asesinato selectivo y las desapariciones 
fueron una de las prácticas recurrentes de este grupo de autodefensas (II) Héroes 
del Guaviare, comandado por PEDRO OLIVERIO GUERRERO CASTILLO alias 
"Cuchillo", leal al mando de MANUEL DE JESUS PIRABAN. Y otros leales al 
MIGUEL ARROYAVE, siguieron denominándose como Bloque Centauros, quienes 
se trasladan al Casanare, hasta de se dio su desmovilización en el año 2006 
(Fiscalía General de la Nación, 2012).


A la par se crearon más grupos armados por ejemplo los llamados !Cuchillos” y 
!Los paisas” enfrentándose entre sí por el control territorial manteniendo un 
dominio paramilitar que no termina hasta la actualidad (Histórica, Centro Nacional 
de Memoria, 2018).


Relación Fuerzas Militares con grupos paramilitares 
en la región de los Llanos Orientales


Según distintos informes, las Fuerzas Militares jugaron un rol determinante en el 
desarrollo del paramilitarismo, apoyando y participando en diferentes crímenes 
de lesa humanidad el ex oficial LUIS ANTONIO MENESES BÁEZ ha declarado la 
existencia de una relación estrecha entre paramilitares y Ejército Nacional, 
relación que era constante durante la década de los 80 (Verdad Abierta, 2011).
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VICTOR CARRANZA, convocó a finales de los años 80 a cinco personas por 
región, de los Llanos Orientales para que fueran entrenados militarmente (de 
acuerdo con la doctrina de Seguridad Nacional de las Fuerzas Militares) por parte 
de YAIR KLEIN jefe de operaciones del Ministerio de Defensa de Israel. a la par 
estos grupos paramilitares organizaron su supuesta lucha contra la subversión 
(Verdad Abierta , 2011),.


Diferentes ex paramilitares en sus narraciones dan cuenta de la estrecha relación 
que las Fuerzas Militares y la Policía tenían con paramilitares, con el fin de 
desaparecer y/o asesinar a todas(os) aquellas(os) que a su juicio tenían un 
discurso de izquierda, por ejemplo reconocidos líderes de la UP como  URBANO 
CHAMARRAVI, dirigente local de la Unión Patriótica y conductor de un campero, 
quien fue interceptado cuando se movilizaba por el sitio conocido como !Alto 
Neblinas”. Los paramilitares lo hicieron parar, le pidieron una herramienta y en el 
momento de sacarla le dispararon por la espalda (Comisión Intereclesial de 
Justicia y Paz, 2005). Igualmente, según estos relatos uno de los mayores 
colaboradores con los !Carranceros” fue el Mayor Jorge FORERO RIVERA, 
comandante del F2 en Villavicencio (Colombia Nunca Más, 2000). 


En el año 1997 la convivencia entre militares y paramilitares se hizo aún más 
evidente con la masacre de Mapiripán se pudo comprobar la participación del 
Ejército al facilitar el despegue de un gran número de paramilitares desde la XVII 
Brigada, en Urabá hasta San José del Guaviare (CINEP, 1997).


Las diferentes estrategias militares desde finales de los años 90 como el Plan 
Patriota, el Plan Victoria y el Plan Consolidación Integral de la Macarena. 
incrementaron los casos de violaciones a los DH. Por la necesidad imperante de 
mostrar resultados y se justificara la alta presencia militar en el territorio (CINEP , 
2011).


El Batallón de Infantería No. 21 !Batalla del Pantano de Vargas” en cabeza de CR. 
HÉCTOR ALEJANDRO CABUYA DE LEÓN ,fue identificado por ex paramilitares de 
realizar operaciones conjuntas donde !Don Mario”, exigiría al Bloque Centauros 
cuerpos de civiles o paramilitares asesinado para presentarlos posteriormente 
como guerrilleros dados de baja en combate, a cambio, el comandante de 
Batallón, HÉCTOR ALEJANDRO CABUYA DE LEÓN se comprometía a no realizar 
operaciones en contra de este grupo paramilitar (Verdad Abierta, 2010-2). al igual 
que GR. MARIO MONTOYA URIBE quien habría recibido 1.000 millones de pesos 
por parte del Bloque Centauros como muestra de su apoyo. YESID NIETO, un 
esmeraldero oriundo del Guaviare, es señalado por paramilitares de haber servido 
de enlace entre Montoya y el Bloque Centauros. !Don Mario” señaló que 
recibieron el apoyo de un piloto de la FAC, encargado del pilotaje de un avión 
fantasma y quien ayudo  realizando bombardeos en el territorio del Clan Buitrago, 
la Policía Nacional que se encontraban en su área de influencia no fue ajena de 
recibir dineros a cambio de favores al !Bloque Centauros” (Verdad Abierta, 2010-2).
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Alias !RICHAR” quien fue integrante del !Bloque Centauros”, en su versión dada a 
la Fiscalía General de la Nación, declaró que las Fuerzas Armadas y el narcotráfico 
fueron los principales impulsores para el fortalecimiento de la estructura 
paramilitar en los Llanos Orientales. llegando a ser el grupo en armas más 
numeroso del país, contando con 56.000 efectivos (TRIBUNAL SUPERIOR DEL 
DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - SALA DE JUSTICIA Y PAZ, 2016).


Es importante señalar la cooperación entre el BIVAR y el Bloque Centauros la cual 
era un conocimiento público y denunciada por distintas autoridades municipales 
en el Meta, como el caso del alcalde del Castillo en el año 1995, JORGE TENORIO, 
señaló al diario Llano 7 días que miembros de las Fuerzas Militares estarían 
patrullando conjuntamente con paramilitares; esta información habría sido 
reproducida por el diario El Tiempo (El Tiempo, 2016). esta cooperación fue tan 
fuerte que miembros del Bloque Centauros como LUIS ARLEX ARANGO 
CÁRDENAS, ALIAS !CHATARRO”, EDILSON CIFUENTES HERNÁNDEZ, ALIAS 
!RICHAR”, JOSÉ VICENTE RIVERA, ALIAS !SOLDADO”, ARNULFO ÁVILA MÉNDEZ, 
ALIAS !ROBOCOP”, JAIME ENRIQUE PARRA MARTÍNEZ, ALIAS !CREMALLERA”, 
entre otros, habrían prestado servicio en las filas del Batallón de Infantería No. 21 
Vargas (TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE BOGOTÁ - SALA DE 
JUSTICIA Y PAZ, 2016). 


LA DESAPARICIÓN FORZADA EN LOS DEPARTAMENTOS DEL 
META, CASANARE Y GUAVIARE


Para aproximarnos a la caracterización de la práctica de Desaparición Forzada, 
crimen de lesa humanidad en la región de los Llanos Orientales, es preciso 
abordar  las particularidades que han hecho de los territorios del Meta, Casanare y 
Guaviare sedes estratégicas para los distintos actores de la violencia sociopolítica 
y el conflicto armado, como grupos paramilitares, Ejército Nacional, guerrillas, 
grupos empresariales, elites colombianas y extranjeras, narcotraficantes, entre 
otros, quienes se han disputado el poder por el control territorial, generando 
múltiples tipos de victimizaciones como la DF. 


En consecuencia, el presente acápite da cuenta de la población que fue víctima 
de esta práctica, los actores armados, políticos y económicos responsables de la 
misma, la persistencia de la DF durante los periodos de tiempo comprendidos 
entre 1958 y el primero de diciembre de 2016 producto de la conflictividad vivida 
en la región, así como en la determinación de los municipios con mayor 
afectación, basado principalmente en la información recolectada por el 
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Observatorio de Memoria y Conflicto del Centro Nacional de Memoria Histórica 
hasta el 31 de diciembre de 2021. 


Contexto y caracterización de la desaparición 
forzada en el departamento del Meta - Región Ariari 
Guayabero 

En el departamento del Meta, fueron registradas 5.280 víctimas de desaparición 
forzada y 17 víctimas de secuestro que aún continúan desaparecidas, para un total 
de 5.297 personas dadas por desaparecidas entre 1958 y el primero de diciembre 
de 2016. 





Elaboración propia


22



Categorizando estas desapariciones desde los municipios donde están 
registrados los hechos, se observa que 783 víctimas de desaparición y 5 víctimas 
de secuestro de las que no se conoce aún su paradero tiene origen en 
Villavicencio siendo la capital del departamento la primera ciudad en número de 
víctimas, seguida por el municipio de Vista Hermosa que con 754 víctimas, 
alberga el  14,23% de la totalidad de personas desaparecidas del departamento 
del Meta. 





Elaboración propia


Ahora bien, frente a la ocupación de las víctimas de desaparición forzada en el 
departamento del Meta como lo refleja la tabla anterior, 60,7% de las víctimas son 
trabajadores agrícolas, concretamente en el Meta son 15,9%, lo que equivale a 
que más de 6 por cada 10 víctimas de desaparición se dedicaban a este tipo de 
labores. 


La Región del Ariari-Guayabero se ubica en el departamento del Meta y se divide 
en las siguientes subregiones: 


(I) Alto Ariari, conformada por: Lejanías, Cubarral, El Dorado y El Castillo.
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(II) Medio Ariari, conformada por: Granada, Fuentedeoro, San Juan de 
Arama y San Martín.


(III) Bajo Ariari, conformada por: Puerto Lleras; Puerto Rico; Puerto 
Concordia y Mapiripán


(IV) Duda Guayabero, conformada por:  Vistahermosa; Mesetas; Uribe y La 
Macarena.  


Contexto y Caracterización de la Desaparición 
Forzada en el departamento del Casanare 


El Casanare, cuenta con una parte significativa de las reservas petroleras del país, 
y es un centro regional de producción agropecuaria generadoras de una gran 
transformación en los usos del suelo y en la vocación productiva de la tierra.  


Es importante resaltar que la trayectoria reciente de los ciclos de violencia en el 
departamento han estado ligadas a los proyectos de extracción de recursos 
minero - energéticos y al control del tráfico de drogas (Observatorio del programa 
presidencial de Derechos Humanos y DIH, 2006). Desde mediados de la década 
de los 80, el boom petrolero y la bonanza cocalera en la región motivaron la 
expansión de grupos paramilitares de distinto cuño asociados tanto al 
narcotráfico, el negocio de las esmeraldas, como al latifundio ganadero, que se 
sumaron a la ya histórica presencia de la guerrilla en la zona.


Los Llanos Orientales fueron el área de avance estratégico para las guerrillas 
desde los años 70 en municipios del piedemonte como Samacá, Chámeza, 
Recetor, La Salina y Támara, y los ubicados en la zona plana entre Hato Corozal, 
Maní y Paz de Ariporo sirviendo a la estrategia de control territorial de las FARC– 
EP. Hacia mediados de los años ochenta, ya contaban con presencia en Casanare 
como resultado del desarrollo de los objetivos de carácter estratégico. 
Posteriormente, el posicionamiento hacia comienzos de los años noventa de dos 
frentes pertenecientes al Bloque Oriental respondió a sus intereses en torno al 
dominio de la cordillera Oriental, al auge petrolero. En este proceso, las FARC-EP 
al ver la nula presencia del estado se asentaron en el Casanare. Hacia mediados 
de los noventa, comienza a tener protagonismo el frente 56 hacia el sur del 
departamento, esta estructura se suma a los frentes, que ha tenido incidencia 
principalmente sobre Aguazul, Yopal, Támara, Hato, Corozal Paz de Ariporo y 
Nunchia. Durante este mismo período se dió la expansión del ELN con los 
Bloques José Davis Suárez y el Frente Domingo Laín de presencia histórica en el 
norte del departamento en la zona de Cupiagua, y en los municipios de Aguazul, 
Yopal, Recetor, Paz de Ariporo y Hato Corozal. 


24



En contraste, de manera antagónica a finales de los ochenta se crearon las 
autodefensas en el sur de Casanare bajo el mando de MARTIN LLANOS y otros 
grupos de autodefensas con el auspicio de Carlos Castaño, En este contexto dos 
estructuras paramilitares alcanzaron un importante posicionamiento en el 
departamento, las Autodefensas Campesinas del Casanare (ACC) en el sur, y el 
Bloque Centauros de las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) operando en el 
Norte.


En 2001 el Bloque Centauros había incursionado en Casanare atacando a la 
guerrilla en los municipios de Paz de Ariporo, Pore, Hato Corozal, Nuchía, Támara, 
San Luis y Trinidad, mientras que las ACC mantenían el control de los Municipios 
de Villanueva, Aguazul, Maní, Monterrey, Recetor, Chámeza, Sabanalarga y 
Tauramena desde mediados de la década de los noventa; bandos que entre 2002 
y 2004 se enfrentaron por las regalías petroleras, el control territorial y del 
narcotráfico marcando un pico de violencia que continuó incrementándose 
afectando a la población civil con hechos victimizantes como el reclutamiento, el 
desplazamiento  y la desaparición forzada. 


Caracterización de la Desaparición forzada en el 
departamento del Casanare 


El Observatorio de Memoria y Conflicto (OMC) del CNMH, ha construido bases de 
datos que agrupan los reportes de casos y víctimas respecto de 11 modalidades 
delictivas que, si bien no exponen la totalidad de repertorios y técnicas violentas, 
permite hacer un seguimiento a las diferentes dinámicas presentadas bajo los 
espectros condensados. En ellas se encuentran: las acciones bélicas y presenta 
quienes fueron los actores partícipes en las confrontaciones, destacando aquel 
que tuvo la iniciativa violenta y aquellos que respondieron la agresión. Compila 
los atentados terroristas; enlista los daños a bienes (principalmente los privados); 
los ataques a poblaciones; la exposición de las poblaciones a artefactos 
explosivos (tanto convencionales como aquellos que no lo son); las afrentas 
provocadas por violencia sexual; la perpetración de masacres (entendidas como 
aquellos eventos simultáneos -sincrónicos, en un corto período de tiempo- y en 
un mismo espacio geográfico donde son asesinadas más de 4 personas); los 
asesinatos selectivos (que buscan aumentar el terror y la zozobra poblacional al 
pretender unas víctimas específicas); la realización de secuestros; el 
reclutamiento y la Desaparición Forzada.


Las víctimas de DF en el país, desde 1958 hasta el 2016  son 80.455,  
adicionalmente en esta caracterización serán incluídas las 235 víctimas de 
secuestro que continúan desaparecidas determinando un universo de 80.690 
personas dadas por desaparecidas en el país durante este período. De estas, 1222 
víctimas corresponden al departamento de Casanare con una temporalidad que 
abarca los años 1979 a 2014, aunque 45 víctimas de los casos referidos carecen 
de año de realización  y se desconoce la fuente del hecho, ejemplificando las 
dificultades y limitaciones para acceder a los datos.
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Elaboración propia


De 19 municipios que conforman el departamento, Aguazul, Yopal, Monterrey, 
Tauramena y Villanueva representan el 70% de las desapariciones reportadas, 
mientras zonas como Recetor, Maní, Paz de Ariporo, Trinidad, Chameza, Hato 
Corozal y Pore aportaron el 23% de las desapariciones realizadas. 


En 1987 se presenta un primer pico que decae y vuelve a incrementarse en 1990, 
para empezar una dinámica de ascenso que se empieza a hacer notoria en la 
segunda mitad de la década de 1990, con casos que se cuentan por docenas 
anuales en el departamento, aunque de manera particular para cada municipio 
estos no superan muchas veces tres desapariciones, lo que facilita su 
invisibilización y que contrasta con los municipios de mayor impacto donde los 
casos se duplican o triplican (CNMH 2021). Los años de mayor repercusión fueron 
el 2001 con 209- 210 víctimas, 2002 con 242 246 víctimas y el año 2003 con 182 
víctimas, mientras los años que les anteceden o siguen, las DF fueron inferiores a 
las 81 personas afectadas directamente en el año 2000 de acuerdo al 
Observatorio de Memoria y Conflicto. 
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Elaboración propia


En cuanto a la caracterización de las víctimas, se tiene que las personas que más 
sufrieron la DF se dedicaban a labores agrícolas, quienes muchas veces fueron 
señalados de colaboradores o simpatizantes de algún grupo particular. 
Posteriormente se observa que son distintos trabajadores, obreros y personas 
que desempeñan labores como independientes quienes son desaparecidas; 
estos últimos muchas veces fueron signados como aquellos que les 
proporcionaban bienes y servicios a los actores armados, ya fuera facilitándoles el 
aprovisionamiento, el transporte o asistencia mecánica, aunque la incertidumbre 
asociada a la carencia de información es también elevada. 


Adicionalmente, de las 1.222 personas desaparecidas, 1.208 corresponden a 
civiles, 1.008 hombres, 188 mujeres y 15 personas de las que se desconoce su 
biología sexual. En contraste, 11 personas víctimas de DF serían combatientes, 10 
hombres y una persona con identidad sexual desconocida. 


Sobre el actor armado al que se atribuye  las desapariciones, según cifras del 
OMC existe un alto grado de desconocimiento, de 1.222  casos registrados no se 
tiene conocimiento de 533 en los que no se tiene información sobre el 
responsable del hecho victimizante, en tanto que 420 eventos fueron adjudicados 
a actores paramilitares y 82 casos a las guerrillas, actores identificados en esta 
región, permitiendo inferir que los casos sin responsables conocidos, en su 
mayoría podrían corresponder a paramilitares, en principio de las ACC y luego de 
las AUC. 
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Finalmente, a partir de esta información se observa como hecho relevante en el 
fenómeno de la DF, se registran 9 casos con 13 víctimas de !falsos positivos” entre 
los años 2000 y 2008. De estos, 4 casos suceden en 2007 y 2 casos en 2008. 4 
casos en Yopal (2 casos con 2 víctimas c/u), 1 caso en Hato Corozal, 1 en Paz de 
Ariporo, 1 en Aguazul, 1 en Tauramena que registra 2 víctimas y 1 caso en 
Monterrey.


Contexto y Caracterización de la Desaparición 
Forzada en el departamento del Guaviare


El departamento del Guaviare ubicado entre las llanuras orientales y el 
piedemonte amazónico está constituido por 4 municipios: San José del Guaviare, 
El Retorno, Calamar y Miraflores, 25 inspecciones, diversos corregimientos, 
veredas, caseríos y sitios poblados. Esta región ha sido estigmatizada y violentada 
por grupos legales e ilegales como va  a ser expuesto en este apartado. 


Hacía finales de la década de los años 70 y comienzos de los 80, el arribo de la 
marihuana empezó a modificar las dinámicas de producción y trabajo campesino, 
puesto que, con este nuevo producto, el agricultor descubrió que este elemento 
de cultivo generaba mayor demanda y en este sentido, su retribución económica 
era abundante. Por lo cual, la siembra de yuca, plátano, maíz, cacao y otras 
especies, se modificó por la producción de cultivos ilícitos (Gómez, 2018), que 
posteriormente se trasladó del cultivo de marihuana al cultivo de hoja de coca, el 
cual, originó la cooptación de tierras y monopolización de cultivos en favor de 
este último en lo que se denominaría como chagras , para posteriormente ser 5
procesado en cocinas que la convertiría en clorhidrato incluyendo en el proceso 
campesinos e indígenas que trabajarían también en esta etapa aumentando la 
cantidad de producción con la llegada de diferentes pobladores hacia el 
departamento del Guaviare. 


Por otro lado, a comienzos de los años 80, los frentes 1°, 7° y 44° de las FARC-EP 
empezaron a realizar apariciones en el municipio de San José del Guaviare donde 
además de asentarse por ser un espacio estratégico, también fungieron 
funciones institucionales dirimiendo conflictos e imponiendo sanciones entre los 
pobladores por deudas de dinero, consumo de sustancias psicoactivas entre 
otras (Gómez,2018). 


No obstante, las FARC-EP con el fin de financiarse empezó a cobrar impuestos a 
manera de !vacunas”  a los sembradores y comercializadores de cocaína, 
situación que provocó pérdidas, generando la demanda de presencia del Estado 

 Espacio de extensión territorial donde se cultiva y trabaja la hoja de coca para su posterior procesamiento y 5
transformación en clorhidrato de cocaína.
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por parte de los empresarios. De esta manera se generó un conflicto armado 
entre las Fuerzas Militares y las FARC-EP, en un espacio geográfico en el que 
pobladores del Guaviare quedaron en medio de la violencia, ejemplo de lo 
anterior fue la toma del municipio de Miraflores el 3 de agosto de 1998. 


Por otro lado, los paramilitares arribaron al departamento del Guaviare en la 
década de los 90 con el objetivo de proteger el negocio de la cocaína 
colaborando en su distribución y contratados por los comerciantes de la coca.  
Concretamente en el año 1997 las ACCU (Autodefensas Campesinas de Córdoba 
y Urabá) realizó su primera operación en los Llanos Orientales perpetrando la 
masacre de Mapiripán, Meta en el mes de julio. Posteriormente el Bloque 
Centauros, comenzó  a tener incidencia en el departamento del Guaviare, bajo el 
mando de Miguel Arroyabe !Cuchillo” (máximo jefe de este grupo) cuyas 
pretensiones eran obtener el control y poder del narcotráfico en la región (MOE, 
1997 a 2007.  p. 43), hasta su desmovilización el 11 de abril del año 2006. 


Desde otro punto, las FFMM también incurrieron en vejámenes bélicos a través 
de la Brigada Móvil Nº1 y la Brigada Móvil Nº2 del Ejército Nacional,  participaron 
en acciones de secuestro, tortura, ejecuciones extrajudiciales y asesinatos entre 
otras, en el marco de operaciones en "Zonas Especiales de Orden Público".


De modo que, a continuación, serán presentadas algunas cifras las cuales 
señalan categóricamente a las víctimas de desaparición forzada (violencia en la 
que pretende centrarse este capítulo) del departamento del Guaviare, de acuerdo 
a los insumos registrados y sistematizados por el Observatorio de Memoria y 
Conflicto del Centro Nacional de Memoria Histórica desde los años 1980 a 2014, 
teniendo en cuenta que además de presentar las víctimas de desaparición 
forzada, incluye las víctimas de secuestro que continúan desaparecidas a la fecha 
de la obtención de la información, es decir, el 31 de octubre de 2021. 


En el departamento del Guaviare el OMC registró un total de 1.796 personas 
dadas por desaparecidas durante el período antes relacionado, 1793 víctimas de 
DF y 3 personas secuestradas cuya situación actual es desconocida.  1093 de 
estas víctimas se registraron en el municipio de San José del Guaviare, 263 en El 
Retorno, 211 en Calamar y 203 en Miraflores. Sin embargo, estas cifras pueden 
variar de acuerdo con los distintos registros que manejan las entidades que se 
han encargado de investigar la DF con mayor especificidad. Ahora bien, frente al 
análisis por categoría de sexo, la información obtenida señala que 1.488 son 
hombres, 239 son mujeres y existen 69 víctimas de las que no se tiene informe 
sobre su sexo. 
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Elaboración propia


De la misma manera, sobre la ocupación de las víctimas de 1.108 no se tiene 
información, no obstante, de las personas desaparecidas y las personas 
secuestradas que no han sido encontradas del Guaviare, los más afectados, 141 
víctimas han sido trabajadores de fincas, 115 campesinos, 68 trabajadores sin 
especificar y 63 comerciantes con una participación decreciente de los 
raspachines, conductores y miembros de la fuerza pública. 


Dentro de otra de las categorías a evaluar se encuentra la edad en la que se 
evidencia que la mayor afectación a personas dadas por desaparecidas se dió en 
la edad adulta de 18 a 28 años en el que fueron registradas 387 personas, es decir 
el 30% del total de las desapariciones.  Sin dejar de lado que no existe información 
disponible sobre la edad de 841 personas, es decir, del 66,2% de la totalidad de 
personas desaparecidas y secuestradas que no han sido halladas, del 
departamento de Guaviare. 


Aunado a lo anterior, se analizará el modus operandi o las modalidades y 
patrones de desaparición forzada en el departamento del Guaviare, que han 
ejercido los grupos paramilitares, algunos Agentes del Estado y las alianzas que 
se han construido entre estos dos grupos militares. 
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Elaboración propia


Desde el periodo de 1987 a 2013, el OMC documentó 10 casos de desaparición 
forzada donde los presuntos responsables fueron Agentes del Estado como el 
Ejército Nacional, la Policía Nacional y la Infantería de Marina. En estos casos, se 
utilizaron diversos patrones o modalidades para desaparecer forzadamente a los 
guaviarenses, entre los que se destacan: las retenciones, los retenes y los asaltos; 
dinámicas surgidas en el marco del control y el poder que legalmente podían 
ejercer estos grupos. Los engaños también fueron formas de desaparición, en los 
que utilizando mentiras o promesas a jóvenes del Guaviare, fueron llevados, 
torturados, asesinados y desaparecidos como ejecuciones extrajudiciales  de los 
cuales el OMC tiene registrado 3 casos. Adicionalmente se tiene conocimiento de 
14 víctimas de DF en las que a pesar de no identificarse la modalidad, pudieron 
ser atribuídas a las FF.MM. 


En otro orden de ideas, en cuanto a los grupos paramilitares,  se tienen registros 
que aseguran que estos actores armados utilizaron patrones de desaparición 
tales como: interceptaciones, citaciones, asaltos, incursiones o ataques, 
retenciones, engaños, entre otras modalidades, que estaban dirigidas a ejercer 
algunas formas de violencia pero donde uno de los objetivos estaba orientado 
hacia la desaparición forzada; con la cual se pretendía instaurar terror, miedo y 
tortura, y de esta manera,  evidenciaban su poder militar en las comunidades del 
departamento del Guaviare. El OMC documentó 25 casos entre los años 1998 y 
2005 de interceptación ejecutada por las Autodefensas Unidas de Colombia, la 
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mayoría de ellos en San José del Guaviare; entre los años 1999 a 2004, 6 casos 
mediante citación; 44 desapariciones por medio de asalto entre 1987 y 2006; 12 
casos de retenciones; 8 de engaños y 4 de incursiones o ataques. 


Por último, es relevante mencionar que  las cifras de desaparición en el 
departamento del Guaviare y en toda la región de los Llanos Orientales 
incluyendo a los departamentos de Casanare y Meta, son variadas de acuerdo al 
proceso de investigación que han realizado las diferentes organizaciones sociales 
que trabajan por la defensa y reivindicación de los Derechos Humanos en 
Colombia, así como de las fuentes consultadas por las instituciones estatales, en 
este sentido, por medio de esta corta pero importante contextualización, se 
buscará ahondar en el próximo subtítulo en los hechos o casos de desaparición 
forzada que ha venido acompañando el Colectivo Sociojurídico Orlando Fals 
Borda. 
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El capítulo II) Aproximación a la Región de los Llanos Orientales y el documento 
anexo Fundamentos de Hecho, además de los informes previamente presentados 
a esta Jurisdicción por el Colectivo OFB, exponen el contexto en el que ocurrieron 
los casos documentados en el presente informe, cuyo marco temporal data 
desde el año 1981 hasta el año 2016, evidenciando que los crímenes de DF 
perpetrados en la región de los Llanos Orientales, concretamente en los 
departamentos del Meta (región del Ariari-Guayabero), Guaviare y Casanare, son 
atribuibles presuntamente a Agentes de Estado en connivencia con grupos 
paramilitares, contando en varios casos con la financiación por parte de terceros; 
al tiempo, de constatar que en el marco temporal en mención, principalmente el 
periodo correspondiente a la implementación el Plan Patriota en adelante, el 
índice de agresiones contra la vida es elevado.


Asimismo, se evidencian, entre otras cosas, las siguientes causas de la DF:


I. La DF en el marco de la política contra insurgente adoptada en virtud al 
mencionado !mito de la amenaza terrorista” que llevó a la implementación 
y desarrollo de métodos y mecanismos de represión ejecutados en el 
marco de los planes de recuperación territorial propios de la doctrina de 
Seguridad Nacional, causando la estigmatización, judicialización 
y  persecución de militantes y simpatizantes de estos movimientos y 
grupos políticos de izquierda, de las comunidades campesinas, pueblos 
étnicos, procesos campesinos y movimientos sociales, entre otros, 
catalogándolos como auxiliadores de los grupos insurgentes. Además de 
someter a la población civil a la vinculación a esta !lucha”   mediante la 
llamada !red de cooperantes o informantes” establecida por el gobierno 
nacional y a métodos de empadronamiento;  


II. La DF como medio para obtener el control territorial; 


III. La DF como mecanismo para el ocultamiento de las víctimas de los 
asesinatos presentados ilegítimamente como bajas en combate por 
agentes del Estado, en el marco de la política de Seguridad Democrática; 


IV. La DF como instrumento para difundir terror y desarticular los procesos 
políticos, comunitarios y sociales que emergieron en torno a la protección 
de los derechos humanos, especialmente a la salvaguarda de la vida, la 
tierra y el territorio; 


V. La DF como medio para la implementación de megaproyectos, la 
concentración de la propiedad de la tierra, la producción y de la riqueza 
social; 


VI. La DF para invisibilizar la violencia o las vulneraciones a las DH en el 
territorio. 
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No obstante, pese a tratarse a un crimen de lesa humanidad y a  crímenes de 
Estado, su responsabilidad ha sido trasladada exclusivamente a grupos armados 
ilegales o !Bandas Criminales Emergentes”, denominaciones dadas por el 
gobierno nacional y la cúpula militar a los grupos paramilitares, propiciando el 
velo de la impunidad imperante en relación a los crímenes cometidos por la 
institución castrense por su acción u omisión.


Impunidad que se afianza debido a que el crimen de lesa humanidad de la DF no 
sólo implica la privación de la libertad sino el ocultamiento de las víctimas, 
limitando el recabo de información para la determinación de responsabilidad. Lo 
anterior sumado a la imposibilidad de la culminación de los procesos de duelo de 
las víctimas por la imposibilidad de conocer el paradero de las(os) 
desaparecidas(os). 


Adicionalmente, se constata que, en varios casos dado el nivel de vulnerabilidad 
de las víctimas, la presión, el temor, las amenazas, el desplazamiento, etc, las DF 
no han sido denunciadas; factores que favorecen su impunidad, pese a las 
exorbitantes cifras que reporta esta la victimización en la Región (ver capítulo II). 


Por último, pero no menos importante, se advierte que a la fecha no hay un sólo 
acto de justicia en los casos documentados pese a que en la mayoría de ellos se 
realizaron las denuncias pertinentes. Un claro ejemplo de ello, son las 
investigaciones abiertas por la Justicia Penal Militar por hechos constitutivos en 
principio como homicidios, conocidos por Jueces de Instrucción Penal Militar 
adscritos a determinadas unidades militares, encargados de dar apertura a las 
correspondientes indagaciones preliminares que en su generalidad, a pesar de 
las inconsistencias y las irregularidades a nivel probatorio, los jueces cierran 
dichas indagaciones concluyendo que los miembros de la fuerza pública 
actuaron en legítima defensa, aun cuando en los casos en concreto puedan 
observarse indicios de conductas irregulares en el tratamiento del material 
probatorio, en la valoración de las circunstancias en que tuvieron lugar los 
hechos, la falta de contrastación de la información, y la negativa de remitir a la 
justicia ordinaria el conocimiento de hechos donde existe una clara duda sobre su 
relación con el servicio o incluso indicios de que puedan tratarse de hechos 
constitutivos de graves violaciones a los derechos humanos.


Además, la gran generalidad de los procesos penales iniciados con el fin de 
investigar los graves hechos de violaciones a los DH y tratar de identificar a los 
responsables no han arrojado resultados efectivos, no se han dictado órdenes de 
captura en contra de los presuntos responsables, muchos de los procesos se 
encuentran en investigación preliminar y ni siquiera se ha dado apertura formal a 
los procesos penales, esto pese a que la comisión de los delitos de DF 
documentados correspondientes a ciento treinta casos (130) con ciento cuarenta 
y cinco  (145) data desde hace cuatro (4) a cuarenta (35) años.
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Uno de los casos más representativos de lo dicho anteriormente, es el caso de 
hecho No. 130*  !PRESUNTA DESAPARICIÓN FORZADA DE UNA MUJER”, pues 6
pese a que en el año 2012 ALBERTO ANTONIO LLANOS SERRANO alias !Perro”, ex 
integrante del Bloque Centauros, fue condenado por el homicidio de la víctima, 
este solicitó sentencia anticipada y recibió una pena de 24 años de prisión. No 
obstante, la figura de la sentencia anticipada pone en evidencia un problema que 
se presenta en el sistema punitivo de la Jurisdicción Ordinaria en relación a este 
tipo de crímenes de lesa humanidad, pues al ser un sistema que se erige bajo una 
lógica premial, la normativa permite que haya una terminación anticipada del 
proceso mediante figuras como los preacuerdos o allanamientos a cargos, 
alternativas que si bien satisfacen una dimensión formal de la justicia, al darse una 
punición al delito, no permiten llegar a una dimensión material de esta, pues en 
muchas ocasiones los pormenores del caso no quedan esclarecidos y la 
satisfacción del derecho a la verdad conforme a los altos estándares que el DIDH 
exige es relegado, muestra de esto es que al día de hoy pese a haber sentencia 
condenatoria el cuerpo de la víctima aún no ha sido entregado dignamente a sus 
familiares.


A la fecha de las ciento cuarenta y cinco (145) víctimas relacionadas en el presente 
informe tan solo tres (3) han sido entregadas dignamente a sus familiares, lo que 
corresponde a un 98% de casos que continúan en proceso de búsqueda sin 
mayores avances.


Desconociéndose cuál fue el posible sitio de disposición de ciento dos (102) de 
los casos (70.3%), aunque de veintiocho (28) casos se tiene una presunta 
localización (21.5%) (Ver Anexo No. 39). Sin embargo, la información sobre el 
presunto paradero de las víctimas no es precisa, pues está en gran medida 
orientada por la información concedida parcialmente o con datos generales por 
los victimarios y por información de acciones de las comunidades que 
presuntamente rescataron los cuerpos o sus segmentos de fuentes fluviales o en 
campo abierto o los  trasladaron a cementerios. Al respecto se tienen las 
siguientes cifras de los posibles lugares de ubicación. 


Elaboración propia
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Al cruzar las variables actores responsables y lugar de desaparición, actores 
responsables y posible sitio de disposición y lugar de desaparición y posible sitio 
de disposición, se observa que hubo poca movilidad de las víctimas y que los 
hechos atribuidos al Ejército se localizaron en los cementerios próximos a las 
zonas donde realizaban sus operaciones militares, pero que para los casos 
atribuidos a los diferentes grupos paramilitares hay un elevado desconocimiento 
del posible sitio de disposición.


Los asuntos expuestos, han inhibido la satisfacción de los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, lo que hace que su confianza hacia 
las instituciones del Estado colombiano sea casi nula. Las víctimas sienten temor 
de que los máximos responsables de esta práctica no sean condenados, 
acusados o al menos investigados por estos crímenes y en general por las 
conductas delictivas de la criminalidad estatal, esencialmente los comandantes 
de las fuerzas armadas incluyendo a su Comandante  Supremo, por su 
responsabilidad de mando dentro de una lógica de crímenes sistema.


En ese sentido, el Colectivo OFB destaca la labor emprendida por la Jurisdicción 
Especial para la Paz, especialmente de la Sala de Reconocimiento de Verdad, de 
Responsabilidad y de Determinación de los Hechos y Conductas, constatado el 
compromiso de la Jurisdicción con el esclarecimiento de la verdad de los 
crímenes cometidos por agentes del Estado y de su la contribución a la eficacia 
de los derechos a la justicia y a la no repetición. En consecuencia, reiteramos 
nuestro respaldo y apoyo al arduo camino emprendido para la efectiva 
implementación del Acuerdo de Paz, con el principal objetivo de garantizar los 
derechos de las víctimas de una violencia sociopolítica que ha dejado a su paso 
violaciones a los DH y graves infracciones al DIH.  La gran cantidad de víctimas de 
los hechos presuntamente perpetrados por el Ejército Nacional y/o grupos 
paramilitares aún esperan el esclarecimiento de la verdad de las DF y ven en la 
JEP un escenario de esperanza para la efectividad y garantía de sus derechos. 


Lo anterior, debido a la idoneidad de los mecanismos de justicia transicional para 
la búsqueda y el establecimiento de la verdad sobre la suerte y el paradero de las 
personas dadas por desaparecidas, en virtud a sus especiales mandatos en 
asuntos humanitarios siendo otorgan amplias facultades para ello a los 
mecanismos del SIVJRNR, cuya labor articulada es vital y genera grandes 
expectativas entre las organizaciones de víctimas y de derechos humanos. 


Solicitud de apertura del Macro caso Desaparición 
Forzada

Las víctimas acompañadas por el Colectivo OFB solicitan de manera respetuosa a 
la JEP la selección y en consecuencia la apertura de un macro caso de 
Desaparición Forzada, priorizando sus investigaciones en la región de los Llanos 
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Orientales, especialmente en los departamentos del Meta (región del Ariari – 
Guayabero), Guaviare y Casanare, en virtud a las siguientes razones:


1. La selección y priorización son mecanismos inherentes a la justicia transicional 
dadas su condición excepcional, temporal y flexible (inciso 4º del artículo 
transitorio 66 de la Constitución). Mediante su implementación se busca la 
determinación de los crímenes que por su impacto, gravedad   y 
representatividad, requieren de la especial atención de las jurisdicciones 
transicionales, en este caso de la JEP, a fin de sancionar a los máximos 
responsables y conjuntamente de develar temas de interés para la sociedad 
colombiana y especialmente para las víctimas, como lo son las circunstancias 
geográficas, económicas, sociales, políticas y culturales en las cuales sucedieron 
los crímenes; la estructura y el funcionamiento de la organización y sus redes de 
apoyo;   las características del ataque observando los patrones macrocriminales; 
la existencia de un presunto plan o política criminal; el reconocimiento de los 
móviles o razones de estas conductas y, especialmente, el reconocimiento e 
identificación de las víctimas y en consecuencia el aporte de información acerca 
de las circunstancias de tiempo, modo y   lugar de los casos.   Asuntos que, 
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además, desde una visión holística de la violencia sociopolítica colombiana, 
permiten la comprensión de las dinámicas bélicas. 


2. El Colectivo OFB ha puesto en conocimiento de la Jurisdicción los siguientes 
Informes:  (I) !Desenterrar la Verdad en los Llanos Orientales. Desapariciones, 
Ejecuciones Extrajudiciales y Otras Graves Violaciones a los DDHH”; (II) !Seguimos 
Desenterrando la Verdad en los Llanos Orientales. Análisis de patrones y máximos 
responsables de desapariciones forzadas, ejecuciones extrajudiciales y otras 
graves violaciones a los DDHH”; y (III) !Por el esclarecimiento de 
responsabilidades. Análisis de casos de presuntas ejecuciones extrajudiciales, 
desapariciones forzadas y otras violaciones a los derechos humanos en Llanos 
Orientales.” Documentos que pese a realizar especial referencia sobre los casos 
de   ejecuciones extrajudiciales, aportaron elementos de juicio para la 
determinación de responsabilidad de la fuerza pública  en casos de violaciones a 
los derechos humanos presuntamente cometidas por unidades militares con 
jurisdicción en la región de los Llanos Orientales; además de evidenciar la 
connivencia de Agentes del Estado con grupos paramilitares en la región de los 
Llanos orientales; así como, la práctica de DF en el marco de la implementación 
de la doctrina de Seguridad Nacional en Colombia. 


Del análisis de patrones de macro-criminalidad por líneas de periodo de mando 
de los distintos comandantes de la Cuarta División, la Fuerza de Tarea Conjunta, la 
Brigada Móvil Nº 4 y la Brigada de Fuerzas Especiales contra el Narcotráfico, se 
estableció  que el fenómeno de las muertes ilegítimamente presentadas como 
bajas en combate por agentes del Estado es una práctica sistemática y 
generalizada que involucra diferentes comandancias y unidades militares del 
Ejército Nacional, y que bajo esta lógica criminal dejó un número superior de 
víctimas de Desaparición Forzada  debido a que el ocultamiento de las víctimas 
favorecía la impunidad de los delitos:   “desaparecer a la víctima y no reconocerle 
una identidad, impide que los familiares adelanten averiguaciones, lo que facilita 
que los anteriores patrones tengan utilidad, ya que no hay cuestionamiento en los 
escenarios judiciales, ni públicos, por lo que debe ser valorado como un grave 
indicio de ocultamiento de los hechos, aún más cuando en algunos casos las 
víctimas se encontraban con sus documentos de identificación y que en 
ocasiones fueron destruidos, o que sencillamente no se procuraba adelantar 
acciones tendientes para la identificación de las personas dadas de baja, las 
exhumaciones en cementerios, bien en el mismo lugar de ocurrencia de los 
hechos o bien en otro lugar, así como casos en donde las víctimas de mismos 
hechos eran inhumadas en cementerios diferentes. Situación que, además, 
constituye una violación flagrante del Derecho Internacional Humanitario en tanto 
no se sigue el procedimiento de identificación de personas muertas en el 
desarrollo de operaciones militares, impidiendo el acceso a la verdad, la justicia y 
a la constitución de garantías de no repetición de los crímenes.” (OFB, CAJAR y JP, 
2020. Pg. 116),
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3. En el presente Informe se registran ciento treinta (130) casos y ciento cuarenta y 
cinco (145) víctimas de desapariciones forzadas en las que se amplía el análisis de 
las circunstancias de la desaparición forzada, sus patrones de macro-
criminalidad en los que se encuentran presuntamente involucrados Agentes del 
Estado por acción, omisión y en connivencia con grupos paramilitares en estas 
vulneraciones de Derechos Humanos en los Llanos Orientales. 


Constatando que en la región de los Llanos Orientales, tras el despeje de la zona 
de distensión y las políticas implementadas por el Plan Colombia, el Plan Patriota 
y el Plan Consolidación, especialmente la reestructuración de las fuerzas 
militares, dejaron a su paso  violaciones a los DH y graves infracciones al DIH 
especialmente en la región el Ariari-Guayabero ubicada en el departamento del 
Meta, así como en los departamentos del Guaviare y Casanare, cuyos 
victimizaciones son especialmente atribuidas a las unidades adscritas a la IV 
División, la FUTCO y a los grupos paramilitares por acción, omisión y en 
connivencia. Entre los delitos y crímenes destacados se encuentra:  homicidios, 
homicidios en persona protegida, concierto para delinquir, fabricación tráfico y 
porte de armas de uso privativo de las fuerzas militares, desapariciones forzadas, 
violencia sexual y de género, desplazamiento forzado, torturas y otros tratos 
crueles e inhumanos, afectaciones a la pervivencia física y cultural de los pueblos 
étnicos. 


4. En ese sentido, se advierte que según el CMHN en su archivo se tiene que 
entre 1958 a 2016 el Meta es el segundo departamento a nivel nacional, después 
de Antioquia, que reporta mayor cantidad de víctimas de desaparición forzada en 
el marco del conflicto armado, con 5,280. Por su parte Guaviare reporta 1.793 
víctimas de DF y Casanare 1.215 víctimas de DF, de un total de víctimas a nivel 
nacional de 80.455 víctimas de DF. Siendo el año 2002 el que reporta mayor 
cantidad de víctimas de DF a nivel nacional con 7.965, año en el que también se 
reportó el pico más alto de DF en los departamentos del Meta con 591 víctimas, 
Guaviare con 227 víctimas y Casanare con 246 víctimas (CMHN, 2021).


5. Los ciento treinta (130) casos de DF que agrupan ciento cuarenta y cinco (145) 
víctimas documentados en el presente informe constatan lo dicho anteriormente, 
debido a que la década con mayores índices de DF corresponde al período entre 
el año 2000 y el año 2009 con noventa y dos (92) casos con ciento un (101) 
víctimas que representa el 70% de la victimización total. 
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Elaboración propia





Elaboración propia


DÉCADAS CASOS  VÍCTIMAS 

1980-1989 9 11

1990 - 1999 15 17

2000 -2009 92 101

2010 - 2019  (límite temporal 
2016)

10 11

SIN FECHA  4 5

TOTAL: 130 145
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6. Los departamentos del Meta, Guaviare y Casanare fueron el escenario donde 
ocurrieron la mayor cantidad de los casos de DF documentados, constatándose 
que el primero de los territorios en mención agrupa la mayor cantidad de DF 
registrándose ochenta y un (81) víctimas que corresponden al 56 % (Ver anexo No. 
38), territorio del que se destacan los municipios de Vistahermosa, La Uribe, 
Mesetas, La Macarena, El Castillo, Granada, Puerto Rico por su alto índice de DF 
(Ver Anexos No. 7, 14, 22, 29 y 35); seguido de Guaviare con cuarenta y tres (43) 
víctimas representando el 30%; luego Casanare  con once (11) víctimas.





Elaboración propia


7. Se sugiere la condición de vulnerabilidad de las víctimas como elemento 
determinador del criterio de impacto subjetivo, por tanto, su condición de pobreza 
y su estatus social, político y comunitario es determinante. Además, el criterio 
subjetivo también se verifica desde la óptica del impacto diferenciado de los 
sujetos colectivos, como es el caso de las comunidades campesinas, las 
organizaciones sociales, comunitarias y sindicales, movimientos políticos, entre 
otros, debido a los daños ocasionados a estos grupos poblacionales, poniendo 
incluso en riesgo supervivencia física, política, social y cultural. 


Lo anterior, se constata de forma amplia en el análisis del contexto presentado y 
en los casos documentados en el presente informe, en los que se evidenció   la 
existencia de un patrón de selección y estigmatización mediante la 
caracterización y discriminación de territorios con presencia de insurgencia, por lo 
que las víctimas residentes o que se encontraban de manera circunstancial en 
zonas de esa naturaleza fueron estigmatizadas y posteriormente seleccionadas 
para la comisión de los crímenes, siendo en su mayoría habitantes de las zonas 
rurales de los departamentos del Meta, Guaviare y Casanare. 
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8. En relación a la caracterización de las víctimas se tiene que los hombres fueron 
los más victimizados siendo ciento treinta y tres (133) y representando el 92% de 
las DF, frente a doce (12) mujeres que corresponden al 8%, con una tendencia 
aproximada de once (11) hombres cada una (1) mujer DF (Ver Anexo No. 2).





Elaboración propia


Pese a lo anterior, es importante advertir que siendo los hombres las víctimas 
directas de la DF, las mujeres en la gran mayoría de casos también son victimas 
de estos hechos al sufrir las afectaciones psicosociales propias del crimen, 
además de verse forzadas a vivir otras transgresiones que atacan sus 
capacidades como sujetas de derechos, entre ellas se encuentran: 
desplazamiento forzado,  amenazas,  persecución, estigmatización e incluso 
judicialización, falta de atención por parte de los entes de justicia, señalamientos 
y hostigamientos, discriminación y vulnerabilidad, violencia sexual y de género, y 
falta de apoyo en la búsqueda de sus seres queridos.


9. Respecto a la cifra etaria se tiene que setenta (70) de las víctimas eran adultos 
de 27 a 59 años representando el 48%; seguido de los jóvenes de 18 a 26 años con 
cuarenta (40) víctimas con el 28%; los menores de edad representan el 16% con 
veinte tres (23) víctimas, luego los mayores de 60 años con cuatro (4) víctimas 
siendo el 3%. De ocho (8) víctimas no se tiene información respecto de su ciclo 
vital siendo el 5%.
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Elaboración propia


10. Como responsables de los casos documentados y presentados se tienen al 
Ejército Nacional y/o a grupos paramilitares contando con las siguientes cifras.


Elaboración propia


Década  Paramilitares  Ejército Nacional  Ejército Nacional y 
Paramilitares 

1980 - 1989 1 10 0

1990 - 1999 7 8 2

2000 - 2009 69 22 10

2010 - 2019 3 8 0

Sin fecha  0 5 0

VÍCTIMAS 
TOTALES: 

80 53 12
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Elaboración propia


11. En este tipo de crímenes es menester el abordaje de las investigaciones desde 
una lógica estructural y del rol de los mandos como se han expuestos en los 
informes precedentes e investigaciones realizadas teniendo en cuenta que se 
trata de prácticas sistemáticas y generalizadas caracterizadas dentro de la lógica 
de crímenes sistema, los cuales se identifican principalmente por la división de 
labores entre los planificadores, los ejecutores y los distintos eslabones con 
aporte funcional, los convenios en cuanto a su estructura e implementación, 
además de ser una característica importante la afectación a un gran número de 
víctimas; sin perder de vista el rol de mandos, focalizando sus esfuerzos en los 
máximos responsables, figura que no se circunscribe en el nivel de mando que 
ocupaba el presunto autor, sino que se debe tener en cuenta el liderazgo y 
control efectivo que ejercían los presuntos responsables a nivel territorial, así 
como los roles de participación y control respecto los hechos, permitiendo 
desvertebrar organizaciones criminales y revelar los patrones de violaciones de 
los DDHH, evitando futuras transgresiones y mitigando la impunidad imperante 
en estos crímenes, especialmente de los Crímenes de Estado.


12. Se evidencia en el documento de fundamentos de hechos, no siempre se da 
una especificidad del actor particular bien sea de Ejército Nacional y/o de grupos 
paramilitares, no obstante, en algunos casos de pudo constatar la presunta 
responsabilidad de grupos paramilitares como: las ACC, las AUC al mando de 
alias !García”, los Centauros que viene a ser un bloque dentro de las AUC,   los 
Carranceros, los Masetos, los Buitragueños y otros bajo el mando de Gonzalo 
Rodríguez Gacha !El Mexicano” quienes corresponden a los Masetos; de igual 
manera se nombra en ocasiones a los comandantes del grupo particular, los 
cuales casi invariablemente corresponden a estructuras cooptadas por las AUC y 
que estuvieron al mando de alias !Cuchillo”, sus antecesores o quienes lo 
reemplazaron. Otros de los actores identificados fueron Los Chichipatos, Los 
Urabeños o las ya contextualizadas ACCU, el MAB (Muerte a Bazuqueros); quienes 
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utilizaban la modalidad mal llamada !limpieza social” para exterminar a los 
habitantes ubicados en el municipio de San José del Guaviare, el ejército 
paramilitar acreditado como Muerte a Secuestradores (MAS).  


Respecto al Ejército se logró identificar la presunta responsabilidad de unidades 
adscritas a la Cuarta División como la Séptima Brigada, la Brigada Móvil 12, el 
Batallón 21 Pantano de Vargas, el Batallón de infantería No. 24 "Luis Camacho 
Leiva” y el Batallón Contraguerrilla No. 85, además de unidades de la Fuerza de 
Tarea Conjunta (FUTCO) como la FUDRA, la FUCAD y las Unidades Móviles No. 7 y 
1. 


Empero, es de destacar el conocido contubernio existente entre miembros del 
Batallón de Infantería N°21 !Pantano de Vargas” y el Bloque Centauros de las AUC, 
quienes en repetidas ocasiones dirigieron acciones conjuntas para la 
presentación de muertes ilegítimamente presentadas como bajas en combate, y 
cuya modalidad consistía en la aprehensión y ejecución de civiles, miembros de 
las FARC capturados y heridos en combate e incluso miembros de las mismas 
autodefensas para ser !legalizados” como bajas en combate. El hecho de ser 
presentados como resultados operacionales legítimos constituía la desaparición 
forzada de las víctimas al ser el fin último el ocultamiento de las víctimas y de los 
hechos al ser inhumadas como Personas No Identificadas en fosas comunes 
ubicadas en cementerios municipales. Asimismo, el informe evidencia que fuera 
de la jurisdicción del BIVAR también han tenido lugar hechos que involucran la 
presunta connivencia y aquiescencia de miembros de las Fuerza Militares con 
miembros de grupos paramilitares.


13. Teniendo en cuenta que la representatividad de los hechos se determina por 
su capacidad para ilustrar el   modus operandi relacionado con los planes o 
políticas criminales de competencia de la SRVR, se procede a describir aquellas 
conductas   coordinadas y concertadas por el Ejército Nacional y los grupos 
paramilitares para la comisión del crimen de lesa humanidad de desaparición 
forzada en marco de una Política Contra Insurgente adoptada en virtud al discurso 
del enemigo interno que llevó a la implementación y desarrollo de métodos y 
mecanismos de represión  contra de la población civil,  ejecutados en virtud de la 
doctrina de Seguridad Nacional cuya implementación en el territorio nacional se 
llevó a cabo mediante la ejecución del Plan Colombia, el Plan Patriota, la Política 
de Seguridad Democrática y los Planes de Consolidación Territorial, entre otros, 
buscando contener la expansión de la !insurgencia” en los territorios. Asimismo, 
se realizará un conteo de patrones que evidencien la sistematicidad y generalidad 
de la práctica de DF.


La doctrina de Seguridad Nacional   bajo el derrotero bélico, buscó la ocupación 
militar de ciertos territorios periféricos e históricamente marginados y olvidados 
por el Estado colombiano, dejando a su paso la estigmatización, judicialización y 
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persecución de militantes y simpatizantes de   movimientos y grupos políticos de 
izquierda, de las comunidades campesinas, pueblos étnicos, procesos 
campesinos y movimientos sociales, entre otros, señalados como colaboradores 
de grupos insurgentes asignándoles por defecto la categoría de enemigos de la 
patria.


La vinculación de la población civil a la violencia sociopolítica y el conflicto 
armado no le atañe ni beneficia, pero si le victimiza mediante múltiples actos 
delictivos como lo es la DF cuya intención fue difundir terror, ejercer control 
territorial y desarticular los procesos políticos, comunitarios y sociales que 
emergieron en torno a la protección de los DH, especialmente a la salvaguarda 
de la vida, la tierra y el territorio. Así mismo, fue propiciada para ocultar la 
dimensión de crímenes, borrar evidencias, entorpecer investigaciones y manipular 
estadística.  


En este sentido, la DF instrumentaliza para la !legalización” los asesinatos 
presentados ilegítimamente como bajas en combate por agentes del Estado, en 
el marco de la política de Seguridad Democrática. Lo que implicó que las 
personas que fueron ejecutadas sumariamente  por las fuerzas militares fueran 
previamente desaparecidas e inhumadas como personas no identificadas. 
Desaparecer a la víctima y no reconocerle una identidad, impide que se adelante 
y desarrollen investigaciones, evadiendo el cuestionamiento en los escenarios 
judiciales y públicos.


14. Patrones de macro criminalidad de la DF 


● Estigmatización y selección de las víctimas: (I) El contexto bélico fue 
determinante para el desarrollo del patrón de estigmatización y de 
selección de las personas, siendo su ubicación geográfica la causa de su 
victimización. Se señalan a pobladores de los territorios caracterizados 
como sitios con presencia de insurgencia o zonas rojas como auxiliares de 
la guerrilla. Lo anterior, se evidencia en el caso de la víctima del HECHO 
NO. 57*, líder comunal del municipio del Retorno, primer presidente de la 
JAC y fundador de la vereda Puerto Cachamo, asimismo, fue fundador y 
presidente de la vereda Nueva Barranquillita del municipio del Retorno y 
lideró los paros cocaleros de 1996. Para la época de su DF de AUC que 
operaban en Calamar-Guaviare establecieron que las personas que 
estaban en el pueblo debían trabajar con ellos, mientras que los que 
habitaban en las veredas se consideraban auxiliadores de la guerrilla. (II) 
Del mismo modo, la condición política, social, cultural y económica fue 
terminante, se persiguieron activistas, simpatizantes y militantes de 
movimientos políticos de izquierda como la UP y el Partido Comunista, 
entre otros. Como hecho ilustrativo se tiene el caso de la víctima del 
HECHO NO. 64* referido en el acápite del criterio de priorización: impacto 
subjetivo de las víctimas. (III). Personas con reconocido liderazgo por su 
lucha en la protección y reivindicación de los DDHH, ambientales y 
sociales dentro de su orbe social también fueron víctimas de DF una mujer 
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del HECHO NO. 114 quien era una lideresa innata, se desempeñó como 
presidenta de la JAC de la vereda la Esmeralda (Castillo, Meta), fue DF por 
soldados del Ejército Nacional. 


Son otros perfiles de víctimas: personas con antecedentes penales, 
capacidades diversas o diferentes o de consumo de sustancias 
psicoactivas, agricultores, obreros, estudiantes, transportistas, etc.  (IV) 
Muchas de las personas que fueron desaparecidas, pertenecían a grupos 
familiares desplazados por la violencia desde otros lugares del territorio 
nacional al lugar donde se dio la desaparición, se infiere por parte de los 
familiares que fue una causal de selección el provenir de lugares donde el 
conflicto armado era imperante y/o por el hecho de ser !extraños” en el 
territorio.


● Uso de informantes: Informantes, guías, enlaces o red de cooperantes 
identificaban y señalaban a las víctimas. Se evidencia en muchos de los 
casos que se consideraba como informante a cualquier persona que 
acusara a otra de guerrillero(a) o de colaborador(a), la mayoría de veces, no 
porque realmente perteneciera a algún grupo al margen de la ley o fuera 
delincuente, sino porque al supuesto informante no le agradaba la persona 
acusada, o por !contratación” de personas para !deshacerse” de alguien 
por conflictos o asuntos personales, situación que facilitaba y favorecía la 
práctica de la desaparición. En el caso de la desaparición forzada hecho 
No. 104,  según la declaración de dos (2) pobladores, para la selección se 
evidenció el acompañamiento de una persona encapuchada con un niño 
junto al Ejército Nacional que señalaba a las personas que presuntamente 
tenían vínculos con la guerrilla. Es de destacar que junto con la víctima 
desaparecieron también otras personas, quienes con anterioridad a su 
desaparición forzada a manos de miembros de grupos paramilitares, 
fueron detenidos de forma arbitraria y trasladados de su hogar de 
residencia hasta una guarnición militar por efectivos del Batallón de 
Contraguerrillas N°84, adscrito a la Brigada Móvil N°12.


● Amenazas previas: Previo a su desaparición en varios de los casos 
documentados las víctimas fueron amenazadas, por ejemplo la víctima 
hombre del hecho 62* quien por   su pertenencia a la Junta de Acción 
Comunal del municipio de Calamar (Guaviare) fue amedrentado   por parte 
de la Fuerza Pública y de grupos paramilitares situación que lo llevó a salir 
de la región por un tiempo dejando a su familia, pasado un tiempo decidió 
regresar a Guaviare a la vereda La Paz jurisdicción del Retorno, en donde 
se estableció con su familia Estando allí empieza a recibir nuevamente 
amenazas por parte del Ejército, quien lo tilda de vender carne a la 
guerrilla, posteriormente fue víctima de Desaparición Forzada. Por su parte, 
a inicios del año 2003, la hija la víctima relacionada en el hecho No. 76, de 
tan solo 8 años de edad fue abusada sexualmente en San José del 
Guaviare por un hombre de 55 años que era padre de tres paramilitares. La 
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abuela fue testigo de lo sucedido con la menor y denunció los hechos ante 
las autoridades. A los pocos días, fue amenazada por un hombre 
perteneciente a un grupo paramilitar para que retirara la denuncia, estas 
amenazas fueron recurrentes.   El 10 de septiembre de 2003, la NIÑA salió 
temprano hacía la vereda Agua Bonita en el municipio de San José del 
Guaviare. Sobre las 10 de la mañana llegó un paramilitar a la casa de la 
familia a decirle a la familia que la víctima estaba muerta en un basurero, la 
mamá de ella salió a buscarla y encontró dos cuerpos de otras mujeres, 
pero ninguno correspondía al de su hija. El paramilitar conocido por el alias 
!Matasiete” regresó a la casa y les dijo que tenían que ir a una reunión en 
Agua Bonita a las 11 de la mañana, que allí le entregarían los restos de su 
hermana. Las hermanas, Andrea* y laura* salieron a esa reunión y desde 
entonces no se tiene información sobre su paradero. (*nombres cambiados 
por protección de las  víctimas).


● Privación de la libertad: La privación de la libertad de las víctimas se 
presentó de dos maneras (2), (I) una modalidad que puede ser catalogada 
como !forzosa” en el caso de asaltos, retenciones, detenciones arbitrarias y 
reclutamiento forzado en lugares públicos, caminos veredales, plazas 
públicas, transporte público,   lugares de trabajo etc. o lugares privados 
como viviendas y fincas,   lo que evidencia un previo señalamiento de las 
víctimas y el desarrollo de operativos de sustracción, asalto e incursión que 
generalmente era cometido por grupos paramilitares previo acuerdo con 
miembros del Ejército Nacional o con su aquiescencia.  Muestra de lo 
anterior es el caso de la víctima del  Hecho No. 4, quien fue retenido 
mientras caminaba por la calle central de San Martín por un grupo de 
hombres armados en un carro. El caso de la víctima del Hecho No. 58,  
también ilustra este patrón, su hijo relata que cuando vivían en Granada, 
sector de Aguas Claras, los paramilitares se llevaron a su papá a la fuerza. 
Estaban armados y entraron a la casa, agredieron físicamente a su mamá y 
luego se llevaron a la fuerza a su papá, sin tenerse a la fecha sobre su 
paradero. (II) Por su parte, en la modalidad engañosa se inducía a la víctima 
en error, conduciendo al lugar de ejecución y posterior DF, como en los 
casos donde existieron ofertas de trabajo, citaciones, o reclutamientos 
dentro de grupos paramilitares. La víctima del hecho No. 62, quien era 
menor de edad, le comentó a su mamá que le habían ofrecido un trabajo 
en Granada para recoger plátano por lo que salió de su casa, pero nunca 
se volvió a saber de él. 


● Traslado de víctimas: El patrón de traslado de las víctimas se caracterizó 
por el desplazamiento de las víctimas a zonas rurales apartadas de centros 
poblados, con el fin de no !calentar la zona de influencia” o no dejar rastro 
de la retención. Las víctimas eran conducidas en motocicletas o 
camionetas hasta los sitios aislados con fines indeterminados, debido a 
que no se conoce la actual ubicación de las víctimas. Sin embargo, de 
acuerdo a las narraciones de los comparecientes en versiones voluntarias, 
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es que las víctimas eran ejecutadas en lugares apartados fuera de un 
combate o en escenarios de confrontación.   Por su parte, en el caso de la 
víctima del hecho No. 62  Integrantes de grupos paramilitares y el Ejército 
llegaron a su vivienda, registraron su vivienda y posteriormente retuvieron 
a la víctima. Se tiene información de que las víctimas fueron asesinadas y 
sus cuerpos fueron posteriormente trasladados a San José del Guaviare, 
sin embargo, a la fecha no se han encontrado.


● Torturas y otros tratos crueles e inhumanos: Los presuntos responsables 
de los hechos documentados denotaron su radicalismo y sevicia 
realizados para el exterminio y desaparición de las personas que 
señalaban como guerrilleros. Actuaron con crueldad, cometiendo 
vejámenes de lesa humanidad, como la desmembración o mutilación de 
los restos sin vida de las víctimas, entre otros tratos crueles e inhumanos. 
No obstante, en varios de los casos se evidenció que estos actos se 
cometen como medio para que las víctimas aportaran información 
respecto a la presencia de grupos armados o información estratégica para 
obtener ventajas militares entre grupos armados ilegales.  En el caso de las 
víctimas del hecho No. 15 la familia tuvo conocimiento de que ambos 
fueron sometidos a intensas torturas por parte de la Brigada Móvil No. 1 del 
Ejército Nacional y por miembros de grupos paramilitares, luego ataron sus 
manos, uniformándolos con prendas militares y los ubicaron delante de las 
tropas durante incursiones de contra guerrillas con el objetivo de utilizarlos 
como blanco de ataque.  Según la información aportada por uno de los 
presuntos responsables de la DF de la víctima del hecho No. 96  se sabe 
que la víctima fue descuartizada y enterrada cerca de la finca de sus 
padres, sin embargo, se han realizado diferentes prospecciones en el lugar 
sin poder hallar el cuerpo.


● Homicidios en persona protegida por el DIH: Las víctimas de los casos 
documentados eran civiles que no participan directamente en las 
hostilidades por lo que gozan de especial protección por el derecho 
internacional humanitario en virtud al principio de distinción entre la 
población civil y los combatientes. Sobre este tema la jurisprudencia del 
Tribunal Penal Internacional para Yugoslavia señaló que el término 
población civil debe ser interpretado de manera amplia, en el sentido de 
que se trata de población mayoritariamente civil, por lo que la presencia en 
el territorio de miembros de grupos insurgentes, o excombatientes que 
han depuesto las armas, no puede privar a la población de su carácter civil 
(Tribunal Penal Internacional para la antigua Yugoslavia, 2007. párr. 442). Se 
tiene información de que en varios de los casos las víctimas fueron 
asesinadas y sus restos mortales ocultados posteriormente, ejemplo de 
ello se tienen los casos de No. 80, 87 y 126,  entre otros, de los que se sabe 
que las víctimas fueron asesinadas y sus cuerpos desaparecidos.


● Empleo de objetos o elementos de la fuerza pública: En la mayoría de 
casos en los que se causó la desaparición de personas de manera forzosa, 
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se usó armamento, vehículos, armas, elementos de comunicación, prendas 
militares, etc que deberían ser destinados para el cumplimiento de la 
función pública. Según la información de la comunidad, se normaliza que 
dichos elementos fueran usados en el día para su objetivo original y en la 
noche, con fines ilegales como lo es la extracción y desaparición de 
personas.


● Ocultamiento de los cuerpos de las víctimas: (I) El propósito era ocultar 
los hechos, por lo cual las víctimas eran inhumadas en fosas comunes o se 
arrojaban los restos desmembrados a cuerpos fluviales. (II) Los restos 
mortales fueron sepultados como cuerpos no identificados o PNI, aun 
cuando estos llevaban consigo sus documentos de identidad. Los 
cadáveres se sepultan en tierra, sin tomarse las medidas para la 
conservación de los mismos con el fin de lograr su posterior identificación. 
En muchos casos las víctimas eran asesinadas y arrojadas al río para 
despistar a las autoridades y hacer pasar los hechos como responsabilidad 
de las FARC. (III) En el desarrollo de ejecuciones extrajudiciales, las víctimas 
eran presentadas como muertos en combate y los cuerpos eran 
destinados a cementerios municipales como Personas No Identificadas 
bajo el término !NN, mientras los actores paramilitares, dependiendo de la 
disponibilidad y control de espacios y territorios hicieron inhumaciones 
clandestinas aisladas, construyeron cementerios o recurrieron a los 
existentes, construyeron hornos crematorios o manipularon los cadáveres, 
así como arrojarlos a cuerpos de agua, entre otras dinámicas, para facilitar 
el ocultamiento de las víctimas y de las acciones delictivas. En el caso de la 
víctima del hecho No. 68 un familiar que hacía parte del Ejército Nacional 
expresó que la víctima había sido asesinada y presentada como un 
guerrillero abatido en combate, también aseguró que es probable que el 
cuerpo de la víctima se encuentre en el Cementerio de Granada, en una 
fosa en dónde llevaban varios cuerpos y los inhumaban como persona sin 
identificación (PNI).


● Destrucción de las pertenencias de las víctimas: Un evento frecuente por 
parte de Agentes de Estado en connivencia con los grupos paramilitares 
en relación a la comisión del delito de desaparición forzada, era la 
destrucción de la documentación de identificación de las personas o 
destrucción y alteración de placa dental, o el apoderamiento de bienes de 
las víctimas para ocultar el hecho.


● Ausencia de reconocimiento de la privación de libertad o de dar 
cualquier información sobre la suerte o el paradero de las víctimas: En 
muchos casos las familias en medio de su desesperación acudían con los 
presuntos responsables para obtener información acerca del paradero de 
sus familiares, sin embargo, estos negaban los hechos pese que en varias 
ocasiones era de conocimiento público en los territorios su participación 
en la desaparición. Incluso hubo casos en los que además de la ausencia 
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del reconocimiento de los hechos se amedrentaba a los familiares con el 
objeto de que no se continuará con las indagaciones. Como ocurrió con las 
tres familias de las víctimas del hecho No. 61, quienes fueron 
presuntamente retenidos ilegalmente por miembros del Ejército Nacional, 
por lo que sus familiares se acercaron a indagar con los militares sobre lo 
ocurrido, recibiendo como respuesta que los jóvenes habían quedado en 
libertad y que no sabían nada más.


● Prácticas tendientes a impedir las investigaciones a responsables: (I) Se 
evidenció ausencia de respuesta a las denuncias de las comunidades y 
organizaciones de derechos humanos a fin de que los casos no fuesen 
investigados. En el caso de la víctima del  HECHO NO. 18, se tiene que !El 
19 de marzo de 1992, la familia se acercó a la estación de policía y puso el 
denuncio por la desaparición de su ser querido. Allí, les recibieron la 
denuncia, pero no les dieron ninguna información. En el 2008, 
aproximadamente, la familia se dio cuenta a través de la página web de la 
Registraduría que la cédula de la víctima aparecía activa para votar, a raíz 
de esto comenzaron el proceso de denuncia en el marco de la ley de 
víctimas, pero no aparecía el registro de la denuncia realizada en Uribe en 
el año 1992.” 


(II) En el caso de que el hecho fuera conocido por los familiares, las 
organizaciones de DH, las JAC, entre otras, se ponen en práctica acciones 
intimidatorias en contra de los denunciantes con el fin de que no se inicien 
las acciones judiciales de denuncia. La unidad del Ejército presuntamente 
involucrada en los hechos criminales presiona, amenaza e intimida a los 
familiares de la víctima para que direccionen sus reclamaciones con el fin 
de obtener simplemente la indemnización monetaria, y así truncar las 
acciones disciplinarias y penales por los hechos cometidos. Por eso, en el 
caso de que éstas fueran interpuestas ante los entes de control del Estado, 
los comandantes militares descargan su responsabilidad de mando en sus 
subalternos o directamente en los soldados que han cometido el hecho en 
concreto. La esposa e hijos de la víctima del hecho No. 112 emprendieron la 
búsqueda, pero fueron amenazados, vigilados y terminaron huyendo hacia 
otro lugar. Por su parte, en el caso de las cuatro víctimas del hecho No. 99 
la señora Esperanza*(se cambió el nombre por seguridad de la víctima), 
empezó a recibir amenazas telefónicas, persecución e incluso sujetos 
armados se dirigían hasta su casa para amenazarla, motivo por el cual tuvo 
que desplazarse de su lugar de residencia por el temor a su integridad 
física y la de su familia, desde ese momento no ha vuelto a saber nada de 
sus hermanos y menos de su vecino quien desapareció junto a ellos.  La 
madre de la víctima del hecho No. 50 !se encontraba en su búsqueda por 
la región de El Castillo, cuando se enteró que algunos militares, miembros 
de la Séptima Brigada del Ejército Nacional llegaron a una tienda en donde 
comentaron que, en una emboscada, habían asesinado a una !mona muy 
bonita”, que estaba sola en el lugar. Que allí la habían recogido en un 
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helicóptero y que la habían trasladado a Villavicencio. Al escuchar la 
información, su hermana, se fue hasta la séptima Brigada y a la Fiscalía de 
Villavicencio, pidiendo que le entregaran el cuerpo de su hermana. En la 
Fiscalía, le dejaron ver unas fotos y allí reconoció a su hermana. Los 
funcionarios le indicaron que el cuerpo se encontraba en Granada (Meta) y 
que tenía que volver a la Séptima Brigada a reclamar un expediente para 
que le entregaran el cuerpo. Saliendo de allí, es abordada por un hombre 
quien la amenazó, diciéndole que, si seguía buscando a su hermana, no 
pasaba de esa noche. Llena de miedo, siguió su recorrido hasta su vivienda 
en Medellín del Ariarì y dejó de insistir. Cuatro años después fue víctima de 
desaparición y ejecución extrajudicial”. 


(III)  También se presentó el archivo de las diligencias, ausencia de 
independencia e imparcialidad en las investigaciones por parte de los 
funcionarios. El manto de impunidad que cubre a estas acciones, así como 
a sus perpetradores, se constituye en un activo intangible y un logro más 
que saben capitalizar los mandos militares y los mismos soldados. 


(IV)  En otros casos el objetivo era que los hechos fueran atribuibles a las 
FARC. En el caso de la víctima del hecho No. 17, su padre se acercó a la 
base militar a preguntar por él, pero el comandante que estaba le dijo que 
no sabía nada y que no había enviado ninguna patrulla para allá. Ante la 
respuesta, el padre denunció lo ocurrido ante la Inspección de Policía de 
Uribe. Estando allí, el papá de la víctima observó a un sargento que, 
turbado y confuso, llegó al lugar e informó que las víctimas habían sido 
retenidas por la guerrilla. 


(V) De igual forma en la desaparición forzada se puede inferir que de los 
reportes oficiales existe un subregistro con una diferencia relevante, en la 
medida que, i) en gran parte de los casos las familias no denuncian por 
temor a represalias por parte de los victimarios quienes aún tienen 
presencia permanente en el lugar de los hechos, o donde habita la familia, 
ii) por desconocer a los victimarios y no poder confiar en que no se van a 
enterar que se está en la búsqueda y exigencia de verdad y justicia, iii) la 
falta de garantías por parte del Estado y desconfianza en la 
institucionalidad, o iv) En el caso de la víctima del HECHO NO. 8  su madre 
buscó a hijo por muchas partes, llegó a preguntarle personalmente al 
máximo comandante de los !Macetos” quien se ubicaba en San Martín 
(Meta), éste le contestó que su hijo allá no estaba y que al igual que ella, 
muchas madres perdían a sus hijos; que se fuera y no preguntara ni 
investigara más.


● Ausencia de medidas integrales y adecuadas para la búsqueda, 
identificación y entrega de cuerpos: Hasta la fecha en la mayoría de los 
procesos de búsqueda no se han realizado bajo  una metodología que 
permita encontrarlos vivos, y los procesos de búsqueda cuando 
presuntamente han fallecido, encontramos lo siguiente: (I) No ha existido 
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un control ni un registro confiable de los cadáveres llevados por las tropas 
de la Fuerza Pública a los cementerios, no existe disposición por parte de 
las autoridades militares, policiales ni de la administración local, para 
brindar apoyo y/o asesoría a los familiares de las víctimas para lograr la 
identificación de los restos mortales e iniciar las acciones de justicia. En 
muchos de estos lugares no se han emprendieron acciones tendientes a la 
identificación, ni a la entrega de las personas no identificadas a sus 
familiares. (II) En estos casos lo que de manera previa se debe hacer el 
ubicación de los presuntos sitios de disposición y con el abordaje de las 
historias conocidas por las familias y personas buscadoras se contrasta 
con las historias referidas por los posibles victimarios, en la medida que 
haya acceso a los datos, así como con la información conocida sobre los 
espacios de permanencia y movilidad de los diferentes actores armados, 
así como de las disposiciones espaciales de las áreas usadas por ellos. 
Mucha de esta información es compleja de conocer porque su acceso está 
a veces restringido por motivos de reserva institucional, caso del Ejército, 
factor que ha sido aprovechado en otros momentos para alimentar el 
secretismo y la desinformación, redundando en los efectos nocivos de la 
DF. (III) Identificada el área o el lugar preciso de interés forense, se 
establecen los requerimientos mínimos para poder hacer la intervención, 
de manera que se pueda hacer una labor completa desde la arqueología 
forense para hacer la recuperación de la totalidad del cuerpo y en un 
contexto ideal, de la totalidad de las víctimas. Ante el déficit de laboratorios 
de identificación humana frente la cantidad de personas que  requieren ser 
abordadas en los mismos, es necesario la construcción de repositorios, 
pues si bien es claro que no se puede exhumar de manera indiscriminada 
para !pretender ofrecer respuesta a las familias”, los tejidos biológicos son 
objeto de degradación y alteración natural, animal o antrópica (conocidos 
como efectos tafonómicos), que a la postre pueden impedir hacer 
identificaciones, por tanto la permanencia de cuerpos alojados en 
ambientes corrosivos debería ser evitada. (IV) Con posterioridad a la 
recuperación de la(s) víctima(s), se debe tener cuidado con las 
identificaciones logradas mediante el reconocimiento de prendas, pues 
pierde fiabilidad en la medida que se conoce que los victimarios hicieron 
que las víctimas se cambian sus vestimentas o se despojaron de sus 
elementos personales. En similar sentido, en Colombia, como en otros 
países, las identificaciones logradas por análisis bioantropólogicos no son 
consideradas fehacientes, sino indiciarias, pues las reconocidas como 
definitivas son la carta dental, las huellas digitales y el perfil genético, a 
pesar que al igual que el análisis odontológico, se basa en la observación 
macroscópica y microscópica de aspectos discr iminantes y 
particularidades del tejido estudiado. Usualmente y como respaldo al 
ejercicio investigativo, se extraen muestras óseas para hacer 
comparaciones genéticas con las muestras aportadas por los familiares 
que adelantan las búsquedas inicialmente, de donde se obtiene la 
correspondencia y filiación poblacional o familiar, que sin embargo 
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depende de la existencia de muestras aptas para comparación, las cuales, 
en circunstancias, se han degradado o perdido, dificultando el 
procesamiento biológico. (V) Lograda la identificación fehaciente, se diseña 
el mecanismo de entrega digna acorde a las preferencias de los familiares 
y allegados que asisten al proceso, en el cual se les explica, si así lo 
desean, todo el recorrido judicial, forense, científico y humanitario que 
permitió la desaparición y facilitó el hallazgo e identificación.


15.Los casos documentados fueron seleccionados indistintamente con el 
objetivo de ilustrar los patrones en mención, pero no son los únicos que 
revierte dicha capacidad demostrativa pues como se evidencia en la siguiente 
tabla los patrones en mención cuentan con un elevado número de víctimas:


Elaboración propia 


PATRONES TOTAL

1. Estigmatización y selección de víctimas 34

1. Uso de informantes 4

1. Amenazas previas  14

1. Privación de la libertad 72

1. Traslado de victimas 65

1. Torturas y otros tratos crueles e inhumanos  23

1. Homicidios en personas protegidas por el D.I.H. 51

1. Ocultamiento de los cuerpos de las víctimas 145

1. Ausencia de reconocimiento de la privación de la 
libertad o de dar cualquier información sobre la 
suerte o el paradero de las víctimas 

6

1. Prácticas tendientes a impedir las investigaciones 35
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Elaboración propia 


Caso Representativo: Desaparición de Fredy Manuel 
Causil, Marilyn Martín, Rosabel Rincón, Carlos 
Hernández Vargas y Henry Cubides en el centro 
poblado Santo Domingo de Vistahermosa (Meta).


Es de destacar como caso representativo el hecho del día 04 de enero de 2006 
en el cacerío Santo Domingo de Vista Hermosa (Meta), donde fueron 
desaparecidos forzadamente CARLOS HERNÁNDEZ VARGAS, FREDY MANUEL 
CAUSIL NORIEGA, HENRY CUBIDES y MARILYN MARTIN, acontecimiento que 
involucra la responsabilidad de miembros de las Fuerzas Militares en 
colaboración con miembros del Bloque Centauros.


El día 3 de enero de 2006, arribó al perímetro urbano de la vereda Santo Domingo 
del municipio de Vista Hermosa (Meta) una comisión de la Fiscalía y el DAS, 
escoltados por helicópteros artillados y tropas del Ejército Nacional de la Brigada 
Móvil No. 12 de la Cuarta División del Ejército Nacional. En esta operación, 
reunieron a todos los habitantes del caserío en la cancha de fútbol, con el motivo 
de indagar sobre antecedentes penales; en este evento, el Ejército Nacional sin 
orden judicial fueron detenidas once personas.
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Según la declaración de Robinson Marulanda Jiménez y Reinel de Jesús Orozco, 
pobladores de la región a quienes también les indagaron por antecedentes 
penales, con el Ejército había una persona encapuchada con un niño que 
señalaba a las personas que presuntamente tenían vínculos con la guerrilla. 


CARLOS HERNÁNDEZ VARGAS, FREDY MANUEL CAUSIL NORIEGA, HENRY 
CUBIDES y MARILYN MARTIN fueron retenidos por las tropas de la Brigada Móvil 
N° 12 y sacados del centro poblado en helicópteros por efectivos de esta unidad 
militar de manera injustificada.


Lo anterior consta en sentencia del 19 de diciembre de 2012 emitida por el 
Juzgado Tercero Administrativo de Descongestión del Circuito de Villavicencio la 
declaración del señor Jaime Ortega, habitante del centro poblado de Santo 
Domingo, quien respecto de los hechos manifestó que:


“El día tres (03) de enero de 2006, entró el Ejército al caserío de Santo Domingo, 
eran como las seis de la mañana se identificaron como Brigada 17 y 2, con 
personal del DAS, reunieron a la gente en el parte aproximadamente una 1.500 
personas entre las que se encontraban niños y niñas de todas las edades, nos 
hicieron formar en ese momento no nos trataron mal” (...) “Un niño de más o 
menos 10 a 11 años de edad lo llamó el ejército y le ofreció un paquete de dulces 
junto con un dinero, es lo que manifestan unos que se encontraban en el lugar y se 
dieron cuenta, después de que hicieron retirar, el Ejército utilizó al menor para que 
hiciera señalamiento a personas conocidas del caserío (...) “Hasta donde yo me di 
cuenta se llevaron a ocho personas, entre las cuales iban dos mujeres estas 
personas eran conducidas por el DAS,  el Ejército llevaba el personal 
encapuchado de los cuales yo puede observar a dos de ellos, los cuales llevaban 
traje militar y pasamontañas cubierta su cara” (...) “el mismo días a las seis (06) 
y media nos fuimos un grupo de personas mas o menos 30 a reclamar a los 
detenidos las señoras Nohora y la señora Gabriela les dijo que porqué se los 
llevaban que cuales eran los cargos uno de los militares respondió y dijo 
devuélvanse por donde vinieron” (...) “siendo las diez u once de la noche llegaron 
unos helicópteros y de los llevaron, los soltaron en Vistahermosa, y a unos les 
hicieron firmar un papel de buen trato, uno que lo llamamos Yarumo, le tocó 
refugiarse en la casa de una amigo y los paramilitares lo fueron a sacar de allá 
para asesinarlo” (...) (Juzgado Tercero Administrativo de Descongestión del 
Circuito de Villavicencio, 2012, pág. 12) 


En efecto, existe un oficio No. 1487 ,D-CE-DIV4.BRIM12-ASJ de la Brigada Móvil 
No. 12 en el que se allega copia del acta No. 0026 del 04 de enero de 2006 en la 
que se hace entrega del personal retenido y boleta de buen trato firmada por una 
de las víctimas, Freddy Manuel Causil Noriega. En este mismo sentido, la Brigada 
envía una comunicación al Defensor del Pueblo y a la Fiscalía 31 Especializada de 
DDHH y DIH, en la que según la Brigada, el 03 de enero se realizó una inspección 
de verificación de antecedentes a varios ciudadanos que fueron señalados por 
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testigos como presuntos guerrilleros, esta inspección se hizo por el Batallón de 
Contraguerrillas No. 12 de la Brigada Móvil No. 2, Fuerzas Especiales Urbanas de 
la Cuarta División, el DAS y la Fiscalía. A pesar de que se aseveró que las personas 
fueron entregadas al personero Alex Zárate Hernández, meses después, el 
funcionario le dijo a la Fiscalía que eso no era cierto. 


Tras su detención arbitraria, estas cuatro personas fueron trasladadas en un 
helicóptero al puesto de mando de la Brigada Móvil No. 12 por órdenes de su 
comandante, CR. Carlos Hugo Ramírez Zuluaga y presuntamente puestos en 
libertad por el comandante del Batallón de Contraguerrilla No. 84. 


Tras la detención y desaparición de la señora Marilyn Martín, su madre, la señora 
Rosabel Rincón emprendió la búsqueda de su hija para dar con su paradero, ante 
la zozobra generada por su desaparición, esfuerzo que le costaría la vida tras ser 
detenida y desaparecida al igual que su hija, tal como consta en la declaración del 
señor Jaime Ortega:


“los otros que soltaron no se volvió a saber nada de ellos nadie da razón de lo que 
pasó, la mamá de una de las mujeres que se llevaron la bajaron del carro y la 
asesinaron los paramilitares encabezados por el sujeto de nombre Tino, Víctor 
loco, sé pasan tranquilamente por Vistahermosa y Piñalito, sin que el Ejército les 
diga absolutamente nada, este sujeto Tino, se le ha visto acompañado por el 
Ejército, incluso hasta tomando gaseosa con ellos.” (Juzgado Tercero 
Administrativo de Descongestión del Circuito de Villavicencio, 2012, pág. 12)  


En el proceso penal, existe un reporte del Investigador criminalístico Fredy 
Giovany Calixto Rairan, quien reporta que se le acercó un ciudadano que no quiso 
identificarse por razones de seguridad, quien le manifiestó que efectivamente 
cuatro de las personas que dejaron en libertad, entre las cuales estaban las 
víctimas que se relacionan en estos hechos, se movilizaban en un taxi con el 
número 060 de color amarillo, los cuales fueron bajados del mismo vehículo a 
pocos kilómetros de la salida de Vista Hermosa hacia Granada por personal 
desconocido. Posteriormente se determinó que los taxis amarillos que viajaban 
de Vista Hermosa eran de la empresa Cooautorariari, los cuales no tenían licencia 
de funcionamiento. 


“Continuando con las labores tendientes a identificar e individualizar a los 
autores y participes de la conducta que se investiga, en el municipio de 
Vistahermosa- Meta, fui abordado por una persona de sexo masculino que no 
quiso identificarse por motivos de seguridad, el cual manifestó que para inicios 
de enero de 2006, cuando desaparecieron unas personas que venían de Santo 
Domingo, a eso de medio dia se encontraba de paso en el caserío de Campo 
Alegre, en la ruta Vistahermosa y San Juan de Arama, cuando vio pasar el taxi 
Renault 9 del señor Nicolás con cuatro pasajeron entre ellos una mujer, al pasar 
por el caserío por la entrada a la hacienda la cuarteta a mano derecha se 
encontraba una motocicleta tipo enduro (cross), de color azul o verde no precisa, 
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en las que se movilizaban 2 personas de sexo masculino, uno de llos que 
reconoció como el Loco Víctor, de estructura meda tex trigueña, peluqueado 
bajito, vellido entre 25 a 30 años, los cuales pararon al tazi y lo hicieron ingresa 
por el camino que conduce a la hacienda la Cuartera, Bonaire y Paraíso al cabo 
de uno minutos dalió el taxi del señor Nicolás sin ocupantes con destino a San 
Juan de Arama y como a la hora salieron los de la moto con destino a 
Vistahermosa.” (Juzgado Tercero Administrativo de Descongestión del Circuito 
de Villavicencio, 2012, pág. 13)


Estos datos permitieron que finalmente, el 24 de agosto de 2006 se hallaran dos 
fosas, encontrando en la primera un cuerpo de sexo masculino y en la segunda 
dos cuerpos de sexo masculino, en donde las prendas de vestir que tenían 
coinciden con las que portaban para el 4 de enero de 2006, día de su 
desaparición. Estos cuerpos correspondían a los señores Fredy Causil, Henry 
Cubides y Carlos Hernández, actualmente las señoras Marilyn Martín y Rosabel 
Rincón continúan desaparecidas.


Por estos hechos, se profirió resolución de acusación contra Milton Guillermo 
Corso Ussa en calidad de la Agrupación de Fuerzas Especiales Antiterroristas 
Urbanas y el Coronel Retirado, Carlos Hugo Ramírez Zuluaga en calidad de 
Comandante de la Brigada Móvil No. 12. Sin embargo, se decretó la preclusión de 
todos los presuntos responsables. 


Asimismo, en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, existe una condena 
contra la Nación – Ejército Nacional, por la ejecución extrajudicial de Fredy 
Manuel Causil, proferida por el Tribunal Administrativo del Meta, Radicado No. 
50001-33-31-002-2008-00080-01, del 02 de septiembre de 2014. También se 
condenó al Estado por la ejecución extrajudicial de Rosabel Rincón, Marilyn 
Martín, Carlos Hernández Vargas y Henry Cubides. 


Es de destacar la mención del ex paramilitar EDUARDO AUGUSTO HERNÁNDEZ 
LEYTON, alias !TINO”, miembro del Bloque Centauros y su relación de 
colaboración con el Ejército Nacional; HERNÁNDEZ LEYTON está involucrado en 
la desaparición de otra de las víctimas relacionadas en este informe, quien fue 
sacado de su hogar y posteriormente ejecutado por paramilitares en cooperación 
con miembros del Bloque Centauros, acción en la cual y según confesión de alias 
!TINO”, este participó como guía del Ejército para llegar hasta la residencia del de 
la víctima.


Los hechos en que perdieron la vida Fredy Manuel Causil, Marilyn Martín, Rosabel 
Rincón, Carlos Hernández Vargas y Henry Cubides resulta ser un hecho relevante 
por la gravedad que reviste, al ser envidentes la concurrencia de los patrones de 
macrocriminalidad propios de las desapariciones forzadas y las ejecuciones 
extrajudiciales, como la clara cooperación entre las Fuerzas Militares y grupos 
paramilitares, la estrategia de estigmatización, criminalización y ataque 
indiscriminado en contra de la sociedad civil, circunstancias que saltan a la vista al 
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tener en cuenta que Fredy Causil, Carlos Hernández, Marilyn Martín y Henry 
Cubides además de ser víctimas de una detención arbitraria por parte de la fuerza 
pública, fueron objeto de señalamiento infundados, como se puede evidenciar en 
el informe del investigador criminalístico condensado en la sentencia del 19 de 
diciembre de 2012:


“estando en la localidad de Vistahermosa se tuvo conocimiento que las personas 
que trajo el Ejército Nacional del caserío de Santo Domingo fueron reconocidos 
algunos de ellos como integrantes del frente 27 de las FARC, se comentaba que uno 
de ellos era explosivista conocido con el elias de e Mocho que corresponde al 
nombre de Henry Cubides; alias el Costeño responde al nombre de Carlos 
Hernández Vargas; alias el Negro responde al nombre de José Juan Pereira; y alias 
la Quemada responde al nombre de Marilin Martín Rincón”


Tales señalamientos además de constituir un perfilamiento ilegal, constituyeron 
un riesgo evidente en contra de sus vidas, al ser señalados como miembros de 
las FARC en una región del país con índices graves de conflictividad y presencia 
de grupos armados irregulares, además la clara falsedad señalamientos, 
demostrada por la posterior liberación de estas personas e incluso al existir una 
boleta de buen trato firmada por el señor Fredy Manuel Causil Noriega, una de las 
víctimas de este hecho.
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1. El Colectivo OFB entrega a la JEP información de 130 casos con 145 
víctimas de desapariciones forzadas en Meta (Ariari Guayabero), Guaviare y 
Casanare, acaecidos entre 1980 y 2016.


2. El archivo del Centro Nacional de Memoria Histórica establece que de 1958 
a 2016 el Meta fue el segundo departamento a nivel nacional, después de 
Antioquia, con mayor cantidad de víctimas de desaparición forzada, con un 
total de 5.280.


3. Guaviare reporta 1.793 y Casanare 1.215 en ese mismo período de tiempo, 
para un consolidado de víctimas a nivel nacional de 80.455, siendo el año 
2002 el de mayor cantidad de víctimas de desaparición forzada en todo el 
país (7.965), anualidad en la que también se reportó el pico más alto de 
desapariciones forzadas en los departamentos del Meta (591), Guaviare 
(227) y Casanare (246).


4. Las cifras de los 130 casos que agrupan 145 víctimas, documentados en el 
presente informe, constatan lo dicho anteriormente, debido a que la 
década con mayores índices de desapariciones forzadas corresponde al 
período entre los años 2000 y 2009 con 92 casos con 101 víctimas que 
representa el 70% de la victimización total.


5. En los departamentos del Meta, Guaviare y Casanare ocurrieron la mayor 
cantidad de los casos de desapariciones forzadas documentados, 
constatándose que el primero de los territorios en mención agrupa el 
mayor porcentaje, registrándose 81 víctimas que corresponden al 56 %, 
territorio del que se destacan los municipios de Vista Hermosa, La Uribe, 
Mesetas, La Macarena, El Castillo, Granada y Puerto Rico; seguido de 
Guaviare con 43 víctimas, representando el 30%; luego Casanare con 11 
víctimas. Adicionalmente, se documentaron 3 casos de desapariciones 
forzadas: 1 en Antioquia, 1 en Boyacá y 6 en los que no se tiene información 
del lugar de ocurrencia de los hechos.


6. Lo anterior, evidencia que es fundamental  que la SRVR enfoque su trabajo 
de recolección y el análisis de información sobre el crimen de desaparición 
forzada ocurrido en la región de los Llanos Orientales, especialmente en 
los departamentos en mención, pues la información relacionada en los 
informes presentados por el Colectivo OFB, especialmente el presente 
texto, dan muestra del impacto de la desaparición forzada en la región, 
evidenciando un elevado número de víctimas entre los años 1981 y 2016, 
principalmente en la década del 2000 – 2009.


7. En relación a la caracterización de las víctimas se tiene que los hombres 
representan la mayor cantidad de víctimas: un total de 133 y representando 
el 92% de las desapariciones forzadas frente 12 mujeres que corresponden 
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al 8%, con una tendencia aproximada de 11 hombres por cada mujer 
víctima de este crimen.


8. Pese a lo anterior, es importante advertir que, siendo los hombres las 
mayores víctimas de desapariciones forzadas, las mujeres en la gran 
mayoría de casos resultan siendo víctimas también de este crimen al sufrir 
las afectaciones psicosociales propias del delito, además de verse 
forzadas a vivir otras transgresiones, entre ellas, desplazamiento forzado; 
amenazas; persecución, estigmatización e incluso judicialización; 
denegación de justicia; señalamientos y hostigamientos; discriminación y 
violencia sexual y de género.  


9. Respecto a la cifra etaria se tiene que 70 de las víctimas eran adultos de 27 
a 59 años, representando el 48%; seguido de los jóvenes de 18 a 26 años 
con 40 víctimas con el 28%; los menores de edad representan el 16% con 
23 víctimas y los mayores de 60 años con 4 víctimas, representando el 3%. 
De 8 víctimas no se tiene información respecto de edad.


10. Estas desapariciones forzadas fueron perpetradas presuntamente por 
unidades adscritas a la Cuarta División como la Séptima Brigada, la Brigada 
Móvil 12, el Batallón 21 !Pantano de Vargas”, el Batallón de infantería No. 24 
"Luis Camacho Leiva” y el Batallón Contraguerrilla No. 85, además de 
unidades de la Fuerza de Tarea Conjunta (FUTCO) como la FUDRA, la 
FUCAD y las Unidades Móviles No. 7 y 1 en connivencia con grupos 
paramilitares.


11. Lo ocurrido en esta zona del país no corresponde a hechos de criminalidad 
aislados. Por el contrario, los hechos acaecidos en la región de Meta: Ariari 
Guayabero, Guaviare y Casanare hacen parte de una política estatal de 
macro criminalidad que tenía como objeto la consolidación territorial a 
través del despliegue militar de las Fuerzas Armadas. La ejecución de esta 
política de seguridad democrática trajo consigo miles de muertos y 
desaparecidos en el país. 


12. En el informe se constata que, en la región de los Llanos Orientales, tras el 
despeje de la zona de distensión y las políticas implementadas por el Plan 
Colombia, el Plan patriota y el Plan Consolidación, especialmente la 
reestructuración de las fuerzas militares, se produjeron una serie de 
violaciones a los derechos humanos, especialmente en la región el Ariari-
Guayabero, ubicada en el departamento del Meta, así como en los 
departamentos del Guaviare y Casanare.


13. Como resultado de estos planes y políticas estatales de control y 
seguridad hubo una degradación de la guerra que se caracterizó por: (I) 
una nueva fase de expansión paramilitar; (II) una profunda estigmatización 
y persecución militar y judicial de la población civil al ser señalada como 
colaboradora de la guerrilla, además de usar como argumento para 
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justificar la persecución en contra de los pobladores de la región la 
existencia de cultivos ilícitos, desconociendo la circunstancias de 
inequidad social alrededor de ellos; (III) estrategias de empadronamiento 
en contra de la población civil como restricciones a la movilidad, 
confinamiento, destrucción de bienes civiles, limitación en la compra de 
vivieres para el abastecimiento y de medicamentos, censos, capturas 
masivas, detenciones ilegales, etc.; (IV) involucramiento de la población 
civil en medido de una violencia sociopolítica y un conflicto armado que no 
le atañe ni beneficia; (V) graves crímenes como desapariciones forzados, 
desplazamientos forzados, masacres, ejecuciones extrajudiciales, violencia 
sexual, entre otras violaciones graves a los derechos humanos.


14. En Llanos Orientales se evidencian las siguientes causas de la 
desaparición forzada: (I) Desaparición forzada en el marco de la política 
contra insurgente adoptada en virtud al mencionado !mito de la amenaza 
terrorista” que llevó a la implementación y desarrollo de métodos y 
mecanismos de represión ejecutados en el marco de los planes de 
recuperación territorial propios de la doctrina de Seguridad Nacional, 
causando la estigmatización, judicialización y  persecución de militantes y 
simpatizantes de estos movimientos y grupos políticos de izquierda, de las 
comunidades campesinas, pueblos étnicos, procesos campesinos y 
movimientos sociales, entre otros, catalogándolos como auxiliadores de 
los grupos insurgentes. Además de someter a la población civil a la 
vinculación a esta !lucha”  mediante la llamada !red de cooperantes o 
informantes” establecida por el gobierno nacional y a métodos de 
empadronamiento;  (II) Desaparición forzada como medio para obtener el 
control territorial; IV) Desaparición Forzada como instrumento para difundir 
terror y desarticular los procesos políticos, comunitarios y sociales que 
emergieron en torno a la protección de los derechos humanos, 
especialmente a la salvaguarda de la vida, la tierra y el territorio;  (V) 
Desaparición Forzada como medio para la implementación de 
megaproyectos, la concentración de la propiedad de la tierra, la 
producción y de la riqueza social y (VI) Desaparición forzada para 
invisibilizar la violencia o las vulneraciones a las DH en el territorio, ocultar 
otros crímenes y cuerpos.


15. No obstante lo anterior, pese a tratarse de un crimen de lesa humanidad y 
crímenes de Estado, su responsabilidad ha sido trasladada exclusivamente 
a grupos armados ilegales o !Bandas Criminales Emergentes”, 
denominaciones dadas por el gobierno nacional y la cúpula militar a los 
grupos paramilitares, propiciando el velo de la impunidad imperante en 
relación a los crímenes cometidos por la institución castrense por su 
acción u omisión.


16. A la fecha, de las 145 víctimas presentadas en el presente informe, 
únicamente 3 han sido entregadas dignamente a sus familiares, lo que 
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corresponde a un 98% de casos que continúan en proceso de búsqueda, 
desconociéndose cuál fue el posible sitio de disposición de 102 de los 
casos (70.3%), aunque de 28 casos se tiene una presunta localización 
(21.5%). Sin embargo, la información sobre el presunto paradero de las 
víctimas no es precisa, pues está en gran medida orientada por la 
información concedida parcialmente o con datos generales por los 
victimarios y por información de acciones de las comunidades que 
presuntamente rescataron los cuerpos o sus segmentos de fuentes 
fluviales o en campo abierto o los trasladaron a cementerios. 


17. Las Salas de la JEP a través de los Criterios y Metodologías de Priorización 
de Casos y Situaciones han establecido dentro de las etapas a surtir la de 
agrupación que pretende constituir una unidad de análisis de información. 
Esta etapa se constituye dentro de este informe en una territorialidad 
delimitada (Meta: Ariari Guayabero, Guaviare y Casanare) en donde se 
establecieron hechos notorios que perciben la necesidad de ser conocidos 
y estudiados por la JEP. En la misma línea, como segunda etapa se 
estableció la concentración, en la cual se deben fijar el número de víctimas 
y presuntos responsables, presupuesto que se cumple a cabalidad, dado 
que como ya se expuso, existe un universo delimitado de víctimas del 
conflicto y representados según se integra en el contenido anterior, así 
como se ha definido y determinado claramente que los presuntos 
responsables corresponden a integrantes de FUTCO y la Cuarta División 
del Ejército Nacional como miembros activos de la Fuerzas Militares del 
Estado, en muchos casos, en connivencia con grupos armados ilegales.


18. Los patrones encontrados en los casos presentados en este informe son 
los siguientes: estigmatización y selección de víctimas (34), uso de 
informantes (4), amenazas previas (14), privación de la libertad (72), traslado 
de víctimas (65), torturas y otros tratos crueles e inhumanos (23), homicidios 
en persona protegida (51), ocultamiento de los cuerpos de las víctimas 
(145), ausencia de reconocimiento de la privación de la libertad o de dar 
cualquier información sobre la muerte o el paradero de las víctimas (6) y 
prácticas tendientes a impedir las investigaciones (35).


19. Tan solo en un caso se ha proferido sentencia, pero anticipada, otorgando 
beneficios a los victimarios y poca información sobre lo acaecido, situación 
que vulnera los derechos de las víctimas a la verdad y la justicia.


20. Como criterio de priorización es importante tener en cuenta que la mayoría 
de estos casos se encuentran en la absoluta impunidad y que la JEP 
asuma su conocimiento es una garantía real del derecho fundamental de 
las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos a acceder a la 
justicia, pero, se propone que esta investigación se enmarque dentro de 
una estrategia de doble vía, la cual resulta más acorde con el principio de 
estricta temporalidad acuñado por la SA, entendiendo por tal un mandato 
constitucional que debe ser observado a fondo e integralmente en cada 
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uno de los procedimientos. La JEP tiene un plazo perentorio de existencia 
ya definido, que implica que !solo tienen una única oportunidad de 
ejercicio histórico y no podrá repetirse ni prorrogarse”.  De allí que todos 7
los actores que interactúan con esta Jurisdicción !están sujetos a 
introducir, validar y privilegiar prácticas que, más allá de los requerimientos 
tradicionales de la economía procesal, permitan en el menor tiempo agotar 
las finalidades superiores de la justicia transicional” .
8

21. Asumir una estrategia de investigación unidireccional, como sucede en 
varios subcasos del Caso 003, puede resultar contrario a este carácter 
temporal de la justicia transicional en tanto deja en suspenso por un 
tiempo indeterminable la investigación respecto de los responsables 
situados en la cúspide de la organización y en quienes, por ser los 
responsables de las decisiones estratégicas que facilitaron este actuar 
criminal, debe centrarse el reproche de la administración de justicia. Por 
tanto, es importante que desde ya se investigue el accionar de los altos 
mandos militares y se determinen sus responsabilidades. Si la JEP no lo 
hace cuanto antes los derechos fundamentales a la verdad, justicia, 
reparación y garantías de no repetición de las víctimas pueden verse 
afectados, en el entendido que quienes dieron las órdenes de estos graves 
crímenes eventualmente quedarán impunes y se repite la misma situación 
que ha ocurrido a lo largo de todos estos años con la Fiscalía General de la 
Nación, la cual no ha escalado en la cadena de mando ni ha condenado a 
los máximos responsables de las desapariciones forzadas en el país, 
situación que además se ve agravada en el marco de la justicia transicional 
teniendo en cuenta el carácter temporal de la JEP.


22. Dentro del mismo carácter temporal de la JEP, se debe recordar que la 
Unidad de Investigación y Acusación (UIA) tiene un plazo máximo de diez 
(10) años para el cumplimiento de la función de acusar, a los que deben 
restarse los que ya lleva funcionando. En ese orden de ideas, una 
estrategia de doble vía permitiría a la SRVR remitir oportunamente ante la 
UIA para su investigación los hechos ocurridos bajo la comandancia de los 
máximos responsables en los niveles estratégicos que optaron por no el 
no reconocimiento de responsabilidad y así evitar el riesgo de impunidad.


23. Pese a la competencia temporal de la JEP, la práctica de la desaparición 
forzada se sigue perpetuando en Colombia, no únicamente en el marco 
del conflicto armado y la violencia sociopolítica, sino en otros ámbitos, 
como las ocurridas en los paros que se han realizado en los últimos dos 
años en el país.


 JEP. Tribunal para la Paz. Sección de Apelación. SENIT 01 del 3 de abril de 2019. Párr. 137

 Ibidem8
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De cara a un ejercicio de contrastación por parte de la Jurisdicción Especial para 
la Paz, nuestra organización, en representación de víctimas de desaparición 
forzada en Llanos Orientales solicita que:


1. ABRA UN CASO SOBRE DESAPARICIÓN FORZADA. Que la Sala de 
Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad y de Determinación de los 
Hechos y Conductas (SRVR) abra un caso de desaparición forzada con 
énfasis en la situación territorial de Meta: Ariari Guayabero, Guaviare y 
Casanare.


2. SE REALICE ESTUDIO POR EL GRUPO DE ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN 
(GRAI). Que se inste al GRAI para que de acuerdo con las funciones que le 
han sido asignadas realice un estudio detallado sobre el contexto, 
organizaciones, redes armadas, patrones y prácticas de las desapariciones 
forzadas en Meta: Ariari Guayabero, Guaviare y Casanare dentro del 
período de tiempo analizado en el presente informe.


3. LLAME A RENDIR VERSIÓN VOLUNTARIA. Que con fundamento en el 
artículo 27 a) de la Ley 1922 de 2018 y los hechos consignados en el 
presente informe y luego de un ejercicio de contrastación, se llame a rendir 
versión voluntaria a los máximos responsables de la desaparición forzada 
en la región Ariari Guayabero, dando aplicabilidad a la doble vía, es decir, a 
la par que se llame a altos bajos y medios, también se llame a altos 
mandos.


4. AMPLÍE INFORMACIÓN CON LA FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN. Que 
se requiera a la Fiscalía General de la Nación ampliar información y aportar 
documentación sobre las investigaciones correspondientes a cada uno de 
los hechos aquí mencionados.


5. SOLICITE A LA JUSTICIA ORDINARIA LA CONTINUACIÓN EN LAS 
INVESTIGACIONES PENALES. Que se exhorte a la Fiscalía General de la 
Nación a continuar con las investigaciones penales de los casos aquí 
presentados, atendiendo a lo establecido en el literal J, artículo 79 de la ley 
1957 de 2019 y en las sentencias C-025 de 2018 y C-080 de 2018.


6. PIDA INFORMACIÓN A LA JUSTICIA PENAL MILITAR Y ENVÍO DE LAS 
INVESTIGACIONES A LA JUSTICIA ORDINARIA. Que se requiera a la 
Jurisdicción Penal Militar para que aporte los expedientes de cada uno de 
los hechos descritos en el presente informe, de los que actualmente 
conoce o conoció, en cuanto a (i) procedimientos penales adelantados por 
los Jueces de Instrucción Penal Militar y Jueces de Brigada; y (ii) 
procedimientos disciplinarios internos adelantados por los comandantes 
de cada unidad. Además, se exhorte a dicha jurisdicción a que las 
investigaciones sean remitidas a la justicia ordinaria, en el evento en que 
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todavía sean conocidas por la militar, teniendo en cuenta lo establecido en 
la sentencia C-358 de 1997.


7. REQUIERA INFORMACIÓN A LA PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN 
SOBRE LAS INVESTIGACIONES DISCIPLINARIAS. Que se solicite a la 
Procuraduría General de la Nación que aporte las investigaciones 
disciplinarias adelantadas por cada uno de los hechos aquí relacionados y 
se le exhorte a iniciarlas en el evento en que no lo haya hecho, bajo el 
entendido que son imprescriptibles.


8. ORDENE ENVÍO DE INFORMACIÓN SOBRE INVESTIGACIONES POR LEY 
DE JUSTICIA Y PAZ (LEY 975 DE 2005). Que se requiera a las Salas de 
Justicia y Paz la remisión de versiones libres y sentencias que se refieran a 
la participación de integrantes de los grupos paramilitares Bloque 
Centauros, Héroes del Llanos, Frente Guaviare y otros que operaban en 
Meta: Ariari Guayabero, Guaviare y Casanare sobre la comisión de 
desapariciones forzadas en connivencia con agentes estatales en esta 
zona del país.


9. QUE LA UIA DE LA JEP SE ARTICULE CON LA DIRECCIÓN DE  JUSTICIA 
TRANSICIONAL DE LA FGN. Para que en virtud del marco jurídico para la 
paz, la JEP realice un cruce de información con base en las versiones libres 
rendidas en Justicia y Paz sobre los hechos presentados en este informe y 
la connivencia entre agentes estatales con grupos paramilitares.


10. SE COORDINE CON UNIDAD DE BÚSQUEDA DE PERSONAS DADAS POR 
DESAPARECIDAS (UBPD) Y GRUPO INTERNO DE BÚSQUEDA, 
IDENTIFICACIÓN Y ENTREGA DE CADÁVERES DE LA FISCALÍA GENERAL 
DE LA NACIÓN (GRUBE): Que los organismos del Sistema Integral y las 
demás instituciones encargadas de la búsqueda, identificación y entrega 
digna de personas se articulen para determinar el paradero de los 
desaparecidos, garantizando los derechos de sus familiares de acceso a la 
justicia.


11. SE CREE UNA MESA DE TRABAJO INTERINSTITUCIONAL. Se convoque 
una mesa de trabajo interinstitucional entre la JEP, la UBPD, el GRUBE y el 
Colectivo OFB, en aras de dar respuesta a las víctimas y agilizar la 
búsqueda, identificación y entrega digna de los cuerpos inhumados como 
no identificados en los cementerios de Llanos Orientales, víctimas de 
desaparición forzada.


Finalmente, se solicita a la UBPD:


1. SE INCLUYA A LAS VÍCTIMAS QUE SE REPORTAN EN ESTE INFORME EN LOS 
PLANES REGIONALES DE BÚSQUEDA CORRESPONDIENTES, para que se 
continúe con el proceso de búsqueda, identificación y entrega digna.
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2. SE COORDINE Y ARTICULE CON JEP Y GRUBE: Que los organismos del Sistema 
Integral y las demás instituciones encargadas de la búsqueda, identificación y 
entrega digna de personas se articulen para determinar el paradero de los 
desaparecidos, garantizando los derechos de sus familiares de acceso a la 
justicia. Este ejercicio reconocerá nuestro papel como organización representante 
de víctimas.
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